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RESUMEN  

 

En los últimos años, debido al crecimiento en el mercado de la necesidad de establecer 

relaciones duraderas y, a la vez, flexibles que permitan asegurar un ritmo producción y 

actividades comerciales, así como disminuir la inversión de tiempo y dinero en las 

negociaciones entre las partes, ha surgido en la práctica nuevas figuras jurídicas tales 

como los denominados “contratos normativos” o “contratos marco”. 

 

Teniendo en cuenta ello, en el presente caso nos encontramos frente a una controversia 

surgida con relación a dos contratos suscritos por YANACOCHA y DON CARLOS 

(Contratos CV-001/2004 y CV 003/2005), los cuales las partes denominan contratos de 

“compraventa”. Sin embargo, luego de haberse sometido la controversia sobre dichos 

contratos a arbitraje, el Árbitro Único - apartándose de la calificación de dichos contratos 

alegada por ambas partes durante todo el proceso arbitral- determinó en el laudo que su 

naturaleza no corresponde a la de “contratos de compraventa” sino a la de “contratos 

normativos de compraventa”, los cuales no generan verdaderas obligaciones para las 

partes, por lo que resolvió que no se incurrió en incumplimiento contractual alguno. 

 

En ese sentido, el objetivo del presente informe es corroborar a raíz del caso presentado, 

si se han configurado los denominados “contratos normativos” – y/o “contratos marcos”-

, así como determinar si de dichos contratos se derivan verdaderas obligaciones para las 

partes. Asimismo, en cuanto al arbitraje, se analiza si es posible que el Árbitro Único haya 

aplicado el principio Iura Novit Curia, en tanto resolvió en base a una calificación del 

derecho que no fue alegada por las partes durante el proceso. 

 

El método de investigación aplicado al presente trabajo será uno argumentativo, ya que 

se centrará en la descripción de las posiciones desarrolladas en doctrina, para así, en un 

segundo momento, analizar los hechos materia de controversia y determinar la naturaleza 

de los Contratos CV-001/2004 y CV 003/2005, así como si corresponde la aplicación del 

principio iura novit curia en el arbitraje. Finalmente, de dicha investigación, 

concluiremos principalmente lo siguiente: 

 

1. La naturaleza jurídica de los Contratos CV-001/2004 y CV 003/2005 corresponde 
a la de “contratos marco de suministro”. 

2. Es posible aplicar el principio de Iura Novit Curia en el arbitraje. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Actualmente, existe una necesidad recurrente en el mercado referida a la provisión de 

insumos para cumplir con objetivos de producción, comercialización, etc. Es así que, en 

el presente caso, YANACOCHA, una empresa minera de amplia trayectoria en la ciudad 

de Cajamarca, suscribió con DON CARLOS diversos contratos, entre los que se 

encuentran los contratos de “compraventa” materia de controversia, contratos CV 001-

2004 y CV 003-2005, los cuales consistían, en la transferencia mensual de residuos 

sólidos por parte de DON CARLOS y su posterior retiro de las instalaciones de 

YANACOCHA. 

Ahora bien, la controversia surgida durante la ejecución de dichos contratos gira en torno 

a las diferentes interpretaciones que le otorgan ambas partes a la cláusula de no 

exclusividad inserta en dichos contratos. Es así que, por una parte, DON CARLOS alega 

que YANACOCHA habría incumplido el contrato de compraventa, en tanto que no habría 

cumplido con proveer la cantidad de residuos sólidos pactada en los contratos CV 001-

2004 y 003-2005. 

Debido a ello, DON CARLOS inicia un arbitraje en contra de YANACOCHA solicitando 

que se declare que este ha incumplido ambos contratos de “compraventa”. Ante ello 

YANACOCHA contesta la demanda interpuesta por DON CARLOS, negándola en todos 

sus extremos, pues sostiene que la cláusula de no exclusividad del contrato de 

compraventa irradia a la totalidad del contrato, es decir, al compromiso de transferencia 

de residuos sólidos. 

Sin embargo, el Árbitro Único resolvió en el laudo arbitral, que el contrato materia de 

controversia no se trata de un “contrato de compraventa” como sostuvieron la partes en 

la demanda y contestación de demanda. Por el contrario, indicó que la naturaleza de 

ambos contratos corresponde a “contratos normativos de compraventa”, los cuales por su 

naturaleza no generan verdaderas obligaciones para las partes, por lo que no podría 

considerarse que YANACOCHA haya incurrido en incumplimiento del contrato y, en 

consecuencia, declaró infundadas las pretensiones formuladas por DON CARLOS. 

Es así que, el análisis del presente expediente se abordará a partir de dos ramas del 

derecho: arbitraje y derecho civil (contratos). Asimismo, para efectuar un análisis 

adecuado del presente caso se ha considerado pertinente iniciar con la descripción de los 
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antecedentes y hechos del caso para luego continuar con la absolución de los principales 

problemas planteados: i) ¿Cuál es la naturaleza de los contratos CV 001-2004 y 003-2005, 

corresponden estos al de “compraventa”, “suministro” o a los denominados “contrato 

marco” y/o “contrato normativo”? y v) ¿el Árbitro Único procedió correctamente al 

resolver en base a argumentos que no fueron aportados por las partes en el proceso? 

Finalmente, después de haber analizado los problemas jurídicos en base a la legislación 

peruana y doctrina nacional e internacional, se presentará la posición del bachiller con 

relación al laudo emitido por el Tribunal Arbitral. 

I. ANTECEDENTES 

 

1.1. YANACOHA es una empresa dedicada a la explotación minera que dentro de su 

etapa de producción y producto de la necesaria actividad de transporte de personal, 

material, tierra y equipos adquiere gran cantidad de barras, brocas, cilindros, 

llantas y otros objetos (residuos sólidos) que, luego de un determinado uso, deben 

ser debidamente desechadas, evacuadas, almacenadas o comercializadas.  

 

1.2. Para dicho fin, YANACOCHA transfiere a terceros los bienes que resulten 

inutilizables, como residuos sólidos, chatarra, deshechos, etc. Es así que, con 

fecha 26 de mayo de 2004, las partes celebraron el contrato CV 001/2004, por el 

cual YANACOCHA se comprometió a transferir mensualmente a DON CARLOS 

brocas, barras, cilindros, llantas y otros residuos sólidos. La vigencia de dicho 

contrato fue de un año, a partir del 25 de mayo de 2004 al 24 de mayo de 2005, 

conforme a la cláusula sexta del referido contrato. 

 

1.3. En la cláusula segunda, tercer párrafo de dicho contrato1, se indica que en el 

Anexo B se señalan los montos estimados de venta por mes, los cuales son 

                                                             
1 CLÁUSULA SEGUNDA: OBJETO DEL CONTRATO 
Por el presente, YANACOCHA se obliga a transferir la propiedad de los bienes desechados referidos en la 
cláusula primera [barras, brocas, cilindros, llantas y otros objetos (residuos sólidos metálicos)]. EL 
COMPRADOR se obliga a pagar a YANACOCHA el monto total del precio pactado en la forma, oportunidad y 
lugar convenidos. 
YANACOCHA deja constancia que en cuanto a los bienes usados a que se refiere la cláusula anterior, estos se 
encuentran en buen estado de conservación sin mayor desgaste que el producido por el uso normal y ordinario, 
situación que EL COMPRADOR declara conocer. 
Se incluye como Anexo A un detalle de los procedimientos y normativas que regirán el intercambio de bienes 
materia del presente Contrato. Dentro del Anexo B, se ven los montos estimados de Venta por mes (los cuales son 
exclusivamente referenciales y no constituyen un compromiso por parte de YANACOCHA O EL 
COMPRADOR). 
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exclusivamente referenciales y no constituyen un compromiso por parte de 

YANACOCHA ni de DON CARLOS. 

 

1.4. Asimismo, en la cláusula tercera2 se estipuló que DON CARLOS acudiría a las 

instalaciones de YANACOCHA donde se le indicaría los bienes disponibles para 

su adquisición y posterior retiro de sus instalaciones, sujetándose a la evacuación 

y adquisición de los bienes que YANACOCHA a “su libre criterio” 

considerara conveniente. 

 

1.5. Adicionalmente, en la cláusula décimo primera se contempló la no exclusividad 

respecto a YANACOCHA, en los términos siguientes: 

 

CLÁUSULA DÉCIMO PRIMERA: NO EXCLUSIVIDAD 

Queda expresamente estipulado entre las partes que el presente contrato no 

implica exclusividad a favor de EL COMPRADOR con respecto a los servicios 

que se contratan, pudiendo YANACOCHA contratar o subcontratar los 

servicios de otra empresa para que preste la labor a que se refiere este 

documento. 

 

1.6. Por su parte, de acuerdo a la cláusula cuarta de este contrato se determinaron los 

precios de venta y se estableció que YANACOCHA emitirá una guía de remisión 

cada vez que los materiales sean retirados por DON CARLOS. Asimismo, DON 

CARLOS se obligaba a cancelar las facturas que emitiera YANACOCHA, sobre 

dichas guías, a los 30 días de su recepción. 

 

                                                             
2 CLÁUSULA TERCERA: PROCEDIMIENTO DE ADQUISICIÓN Y ENTREGA: 
EL COMPRADOR acudirá a las instalaciones de YANACOCHA en días y horas de desarrollo normal de 
actividades, donde se le indicará los bienes disponibles para su adquisición y posterior retiro de las 
instalaciones de YANACOCHA, sujetándose a las normas y criterios de evacuación y adquisición de los 
bienes que YANACOCHA a su libre criterio considere conveniente. 
El control de los vehículos destinados para el transporte de los bienes en evacuación será efectuado por las áreas 
de Logística, Medio Ambiente y FORZA en la garita principal, tanto a la entrada como a la salida de los vehículos. 
EL COMPRADOR no podrá retirar los bienes señalados de las instalaciones de YANACOCHA si no dispone de 
las correspondientes guías de remisión-transporte, debidamente aprobadas por YANACOHA. 
EL COMPRADOR deberá acreditar ante YANACOCHA contar con los debidos permisos, licencias, autorizaciones 
y demás documentación necesaria para el transporte de los bienes adquiridos. 
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1.7. Finalmente, con fecha 27 de julio de 2005, YANACOCHA procedió a la 

suscripción del contrato de compraventa CV 003-2005 con DON CARLOS, por 

el cual YANACOCHA se comprometió a transferir a aquel brocas, barras, 

cilindros, llantas y otros residuos sólidos. El periodo de vigencia de dicho 

contrato fue también de un año, desde el 1 de agosto de 2005 hasta el 31 de julio 

del 2006, conforme a la cláusula sexta del referido contrato. 

 

1.8. De la misma manera, en dicho contrato se estipularon las mismas condiciones 

establecidas en el contrato CV001/2004, entre ellas las cláusulas segunda, 

tercera, cuarta y décimo primera. 

 

1.9. Sin embargo, DON CARLOS sostiene que YANACOCHA habría incumplido 

estos dos últimos contratos de compraventa, contratos CV001/2004 y 

CV003/2005, debido a que no habría cumplido con su obligación de transferir las 

cantidades de residuos sólidos, conforme a lo estipulado en dichos contratos, lo 

cual le habría generado daños y perjuicios. 

 

II. HECHOS RELEVANTES 

 

2.1. Ante el supuesto perjuicio ocasionado a DON CARLOS, dicha parte presentó 

el 27 de noviembre de 2007, una solicitud de arbitraje ante el Centro de 

Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima, a fin de que el Tribunal Arbitral 

Unipersonal declare que YANACOCHA incumplió los contratos 

CV001/2004 y CV003/2005 y, en consecuencia, le ordene el pago de una 

indemnización por daños y perjuicios a su favor. 

 

2.2. El 12 de marzo de 2008, a fin de fijar las reglas del proceso, se llevó a cabo 

la Audiencia de Instalación del Tribunal Arbitral Unipersonal con la 

asistencia del Árbitro Único, Luciano Barchi Velaochaga, designado por el 

Consejo Superior de Arbitraje del Centro de Arbitraje de la Cámara de 

Comercio de Lima; y de las partes. 
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a. Interposición de demanda por parte de DON CARLOS 

 

2.3. El 23 de abril de 2008, mediante el escrito N° 03, DON CARLOS presentó 

su demanda arbitral acompañada de los medios probatorios que sustentan su 

posición, a efectos de que el Tribunal Arbitral ampare el siguiente petitorio: 

 

 PRIMERA PRETENSIÓN: Que, el Tribunal Arbitral declare 

expresamente que YANACOCHA ha incumplido parcial y 

defectuosamente con sus obligaciones de dar [transferir] en la 

cantidad y forma pactadas a favor de DON CARLOS, asumidas al 

suscribir los contratos de compraventa CV-001/2004 y CV-003/2005; 

 

 SEGUNDA PRETENSIÓN: Que, el Tribunal Arbitral declare que el 

incumplimiento de obligaciones por parte de YANACOCHA ha sido 

como consecuencia del actuar doloso por parte de los representantes y/o 

funcionarios de dicha empresa, y que con dicho proceder se ha irrogado 

daños y perjuicios, y daño moral, a DON CARLOS. 

 

 TERCERA PRETENSIÓN: Que, el Tribunal Arbitral ordene a 

YANACOCHA cumpla con indemnizar a favor de DON CARLOS, con 

el equivalente a S/ 1'500 000.00 (UN MILLÓN QUINIENTOS MIL Y 

00/100 NUEVOS SOLES), de los cuales corresponde la suma de S/ 

500,000.00 nuevos soles por concepto de daño emergente; S/ 500,000.00 

nuevos soles por concepto de lucro cesante y S/ 500,000.00 nuevos soles 

por concepto de daño moral; 

 

 CUARTA PRETENSIÓN: Que, el Tribunal Arbitral ordene a 

YANACOCHA cumpla con reembolsar los intereses legales generados 

desde la fecha en que se produjeron los daños, así como se le condene al 

pago de costas y costos que se generen en la tramitación del presente 

proceso.  
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FUNDAMENTOS DE LA PRIMERA PRETENSIÓN 

 

2.4. DON CARLOS sostiene que YANACOHA se obligó en el primer contrato 

CV-001/2004 a transferir 250 toneladas de residuos sólidos mensuales, 

mientras que en el segundo CV-003/2005, se obligó a transferir 260 

toneladas mensuales, de conformidad con las cláusulas segundas y anexo B 

de tales negocios jurídicos, por el periodo de un año. 

 

2.5. Asimismo, DON CARLOS precisa que dichas obligaciones a las que se 

contrajo al suscribir ambos contratos no solo implicaban la adquisición de 

bienes [obligación de dar: pagar el precio de los residuos sólidos] sino 

también la de prestación de servicios [obligación de hacer: evacuación de 

residuos sólidos], conforme se desprende claramente de las cláusulas quintas 

de ambos contratos, específicamente los numerales 5.4., 5.5., 5.6. y 5.7, así 

como de sus anexos, en los cuales YANACOCHA precisa las exigencias y 

requisitos que deben reunir el personal a contratar para el servicio de 

evacuación de materiales. 

 

2.6. Siendo ello así, DON CARLOS sostiene que YANACOCHA habría 

incumplido parcial y defectuosamente con sus obligaciones de dar 

(transferir) en la cantidad y forma pactadas en los contratos de 

compraventa CV-001/2004 y CV-003/2005 (cláusulas segundas de ambos 

contratos), pues procedió a disminuir dolosamente la cantidad de entrega de 

los bienes materia de compraventa a fin de transferirlos a otras empresas. 

 

2.7. Así, en el primer contrato, YANACOCHA habría disminuido 

aproximadamente el 50% de los bienes que debería transferir a favor de 

DON CARLOS, mientras que, en el segundo periodo contractual, procedió a 

disminuir un porcentaje superior al 50%, causando una grave afectación 

patrimonial a la parte demandante. 

 

2.8. Asimismo, DON CARLOS sostiene que YANACOCHA pretende justificar 

su proceder indebido invocando la cláusula de No Exclusividad –cláusula 

décimo primera de ambos contratos- la cual dispone que: 
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CLÁUSULA DÉCIMO PRIMERA: NO EXCLUSIVIDAD 

Queda expresamente estipulado entre las partes que el presente contrato no 

implica exclusividad a favor de EL COMPRADOR con respecto a los 

servicios que se contratan, pudiendo YANACOCHA contratar o subcontratar 

los servicios de otra empresa para que preste la labor a que se refiere este 

documento. 

2.9. Sin embargo, a decir de DON CARLOS, la no exclusividad pactada se 

encuentra referida a la contratación de servicios (de evacuación, que se 

pactó en la cláusula quinta), mas no tiene incidencia o alcance alguno respecto 

a la obligación de dar (vender) los bienes a favor de DON CARLOS, menos 

a afectar el quantum de la prestación. 

 

2.10. Más aún, DON CARLOS señala que, incluso poniéndose en el supuesto 

negado de que la cláusula de no exclusividad estuviera referida a la 

transferencia de bienes, del contexto del contrato no se evidencia potestad o 

facultad alguna otorgada a YANACOCHA para disminuir el monto de la 

prestación a su cargo, sino que esta cláusula podría regir en todo caso para el 

excedente de residuos sólidos. 

 

2.11. Por otro lado, DON CARLOS señala que, en el presente caso, suscribió junto 

a YANACOCHA contratos de compraventa de residuos sólidos con todas 

las estipulaciones que un acto jurídico de esta naturaleza requiere (artículo 

1529 y siguientes del C.C.) al haberse pactado: i) la obligación de transferir 

por parte de YANACOCHA, ii) el objeto de la transferencia (residuos 

sólidos en las cantidades establecidas), y, iii) el precio en dinero por la 

adquisición de los bienes. Por lo que, la finalidad de los contratos era la 

materialización de la compraventa. 

 

2.12. Añade DON CARLOS que, al haber nacido una relación jurídica obligacional 

entre YANACOCHA y DON CARLOS, la cual contiene prestaciones 

recíprocas, ambas se compelieron al cumplimiento de las estipulaciones 

contenidas en los contratos, habiendo cumplido DON CARLOS con todas las 
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obligaciones asumidas (pagar el precio de la transferencia de los bienes 

adquiridos, contratar personal para recoger, almacenar, transportar, reciclar, 

comercializar el material de residuo sólido, etc). Sin embargo, 

YANACOCHA únicamente cumplió ambos contratos de manera parcial y 

defectuosa. 

FUNDAMENTOS FÁCTICOS DE LA PRETENSIÓN SOBRE PAGO 

DE INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS Y DAÑO 

MORAL 

2.13. La conducta de YANACOCHA se enmarca en la definición contenida en el 

artículo 1318 del C.C. (dolo), al haber procedido de manera deliberada en el 

incumplimiento de sus obligaciones, dado que no cumplió con transferir los 

bienes a favor de DON CARLOS, en la cantidad y forma acordadas en ambos 

contratos, sino que, por el contrario, tales bienes fueron transferidos a otras 

empresas. 

 

2.14. Conforme al artículo 1321 del C.C., “queda sujeto a la indemnización de 

daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por dolo, culpa 

inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la obligación 

o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño 

emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y 

directa de la inejecución”. En tal sentido, DON CARLOS sostiene que 

YANACOCHA debe pagar una indemnización para resarcir los daños y 

perjuicios irrogados. 

 
2.15. Así pues, DON CARLOS señala que el daño emergente se configura debido 

a que dejó de comprar cantidades de bienes en el tonelaje pactado en los 

respectivos contratos, dejando de obtener ganancias como consecuencia 

directa e inmediata del incumplimiento de obligaciones en que incurrió 

YANACOCHA. Así como, también se vio obligada a cumplir con el pago de 

personal, proveedores de maquinaria, vehículos, etc. a que se comprometió 

confiando en el cumplimiento por parte de YANACOCHA. La afectación 

patrimonial directa como consecuencia del incumplimiento de obligaciones 

superaría los S/ 500,000.00. 
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2.16. Por su parte, el lucro cesante se configuraría como consecuencia, DON 

CARLOS ha visto frustrada la posibilidad de reinvertir las ganancias que se 

hubieran obtenido de ejecutarse correctamente los contratos, estimando tal 

afectación en la suma no menor de S/ 500,000.00. 

 

2.17. Y finalmente, en lo referente al daño moral, DON CARLOS manifiesta que 

el incumplimiento de YANACOCHA ha conllevado, a que éste no pueda 

cumplir oportunamente con sus obligaciones, perdiendo credibilidad en el 

mercado, viendo afectada su imagen y prestigio logrados en la región de 

CAJAMARCA, e incluso habrían existido diversas versiones por parte de 

YANACOCHA en la que se atribuía a DON CARLOS como la responsable 

del incumplimiento del contrato, lo cual sería falso. DON CARLOS solicita 

una suma no menor de $ 500,000.00 por este concepto indemnizatorio. 

 

b. Contestación de la demanda presentada por YANACOCHA 

 

2.18. Durante la ejecución de los contratos CV-001/2004 y CV-003/2005, 

YANACOCHA sostiene que cumplió con las prestaciones a su cargo, 

ajustándose a los términos de los referidos contratos. 

 

2.19. Sin embargo, DON CARLOS habría incumplido con su compromiso de 

pagar las facturas emitidas por YANACOCHA dentro de los plazos 

pactados, llegando a acumular una deuda ascendente a S/ 55,730.59, por lo 

que, mediante la carta MY-C-CV00305-OP/00-0709/2006 de fecha 20 de 

julio de 2006, YANACOCHA se dirigió a DON CARLOS suspendiendo todo 

retiro de material. 

 

2.20. Es así que, encontrándose la relación contractual deteriorada y como 

represalia por la suspensión indicada, el representante de DON CARLOS 

realizó actos públicos con el fin de dañar su imagen, llegando incluso a 

bloquear la carretera que conduce de Cajamarca a Bambamarca, donde se 

encuentran ubicadas las oficinas de YANACOCHA, con el consiguiente 

malestar para la comunidad. 
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DELIBERADA PRESENTACIÓN DE DOCUMENTOS POR PARTE 

DE DON CARLOS DIRIGIDA A CONDUCIR A ERROR A LA 

AUTORIDAD ARBITRAL 

 

2.21. YANACOCHA sostiene que DON CARLOS al presentar como medio 

probatorio 5.A de su demanda copias legalizadas de los Contratos de 

Compraventa CV-001/2004 y CV-003/2005 y sus respectivos anexos, no 

solamente ha mezclado el texto de cada uno de dichos contratos con los 

anexos del otro, sino que ha intercalado subrepticiamente el “Addendum 

Nro. 1 al Contrato de Locación de Servicios LS-058/04 de fecha 15 de 

agosto de 2005” que no corresponde ni al contrato de compraventa CV-

001/2004 ni al contrato de compraventa CV-003/2005, sino que como su 

denominación lo demuestra, estaría relacionado a otro contrato celebrado 

entre las partes, como es el contrato de Locación de Servicios LS-058/04. 

 

2.22. Sin embargo, a pesar de que DON CARLOS pretende inducir a error al 

Árbitro Único, la cláusula décimo primera de los contratos de compraventa 

está referida al objeto mismo de los contratos CV001/2004 y CV-003/2005, 

como son las operaciones de transferencia de residuos sólidos, distintos a 

los que son materia del Contrato de Locación de Servicios LS-058/04, cuyo 

objeto es más bien la evacuación, transporte de desechos médicos. 

 

2.23. SOBRE LOS HECHOS EXPUESTOS EN LA DEMANDA  

 

2.24. YANACOCHA señala que los montos del material a transferir por 

YANACOCHA a DON CARLOS eran meramente referenciales, como 

expresamente se estipuló en la segunda cláusula al indicar que se trata de 

“montos estimados de venta por mes (los cuales son exclusivamente 

referenciales y no constituyen compromiso por parte de YANACOCHA o 

EL COMPRADOR)”. 

 

2.25. Así pues, YANACOCHA señala que no ha incumplido los términos de los 

contratos; sin embargo, DON CARLOS no cumplió con sus obligaciones de 



15 
 

pago derivadas del contrato CV003/2005, lo que obligó a YANACOCHA a 

suspender la entrega de material.  

 

2.26. Asimismo, YANACOCHA destaca que, en la cláusula de no exclusividad, 

las partes dejaron expresamente convenido que los contratos no implicaban 

exclusividad a favor de DON CARLOS respecto a los servicios contratados, 

de manera que YANACOCHA quedaba libre de contratar o subcontratar 

a otra empresa para que preste labor semejante. 

 

2.27. No existiría, por lo tanto, ninguna conducta “unilateral”, dolosa, o inconsulta 

e injustificada de parte de YANACOCHA, no siendo cierto que incurrió en 

incumplimiento contractual.  

 

2.28. Adicionalmente, respecto a la interpretación de DON CARLOS sobre la 

cláusula de no exclusividad señala que esta es absurda en tanto de la cláusula 

cuarta de los contratos se tiene que el único objeto es transferir a DON 

CARLOS residuos sólidos metálicos, los cuales luego de un determinado uso, 

debían ser desechados o comercializados. Por lo que, la cláusula décimo 

primera, relativa a la no exclusividad, irradia a la totalidad del contrato, 

es decir, al compromiso de la compraventa o transferencia de materiales. 

 

2.29. Aunado a ello, YANACOCHA señala que la Cláusula quinta de ambos 

contratos contiene diversas regulaciones accesorias relativas a la obligación 

de contratar seguros, el pago de obligaciones tributarias, al respeto de las 

disposiciones legales, la independencia laboral y contractual, la prohibición 

de contratar y subcontratar a terceros, los costos para el retiro del material 

comprado, etc, sin que pueda sostenerse que exista un contrato de 

prestación de servicios, pues el contrato se estaría refiriendo en esta 

cláusula a la forma como DON CARLOS retirará los bienes que 

adquiere. 

 

2.30. Finalmente, aun cuando no corresponde legalmente asumir el pago de una 

indemnización a favor de DON CARLOS, YANACOCHA señala que ésta 

no ha acreditado con prueba idónea los daños y perjuicios alegados. 
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c. LAUDO ARBITRAL 

 

2.31. Dentro del plazo correspondiente, el Tribunal Arbitral emitió el Laudo, 

resolviendo la controversia de la siguiente manera: 

 

De los hechos: 

 

2.32. El Árbitro señala que de acuerdo a la cláusula segunda (objeto del contrato) 

YANACOCHA se obliga a transferir la propiedad de los bienes referidos en 

la cláusula primera a DON CARLOS, no obstante, conforme se desprende de 

la Cláusula Tercera (Procedimiento de adquisición y entrega) y Cuarta 

(Precio de venta y forma de pago) no parece tratarse de una única prestación, 

como ocurre en la compraventa. 

 

2.33. En efecto, en la cláusula tercera se desprende que DON CARLOS adquiriría 

“en días y horas de desarrollo normal de actividades, donde se le indicará 

los bienes disponibles para su adquisición” en tal sentido, en cada 

oportunidad se efectuaría una adquisición. 

 

2.34. Del mismo modo, de acuerdo a la cláusula sexta (plazo de vigencia), se 

advierte que las partes han previsto un contrato de duración. Sin embargo, el 

contrato de compraventa no es un contrato de duración sino un contrato de 

prestación única y de ejecución instantánea o, en todo caso, diferida.  

 

2.35. Por lo que, los contratos materia de controversia no calificarían como 

contratos de compraventa.  

 

2.36. Ahora bien, respecto a la calificación de dichos contratos como contratos de 

suministro, el Árbitro Único señala que en este tipo de contratos el 

suministrante está obligado a realizar varias prestaciones, de manera 

periódica o continua, que tiene carácter autónomo. El contrato de suministro 

sí es un contrato de duración. 
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2.37. Sin embargo, en el último párrafo de la cláusula segunda se señala que 

“Dentro del Anexo B se ven los montos estimados de venta por mes (los 

cuales son exclusivamente referenciales y no constituyen un compromiso por 

parte de YANACOCHA o el COMPRADOR)”. 

 

2.38. El Anexo B del contrato CV001/2004 se denomina: “Cantidades estimadas 

de residuos sólidos para la venta”.  

 

2.39. Por lo que, si estamos frente a un contrato de suministro periódico de entregas 

de bienes en propiedad entonces se generaría una relación obligatoria con 

prestación de dar bienes inciertos, siendo de aplicación el artículo 1142 del 

Código Civil, el cual señala que: 

 
Art. 1142.- Los bienes inciertos deben indicarse, cuando menos, por su especie 

y cantidad. 

 

2.40. Sin embargo, en el Anexo B de cada contrato se ha indicado la especie 

(residuos sólidos) pero no se ha determinado la cantidad. La referencia a 

“montos y cantidades estimadas o referenciales” suponen una 

indeterminación respecto a la cantidad. En tal sentido, si se admite que se 

trata de un suministro estaríamos frente a un contrato nulo, de conformidad 

con lo previsto en el inciso 3 del artículo 219 del Código Civil, por ser el 

objeto indeterminable. 

 

2.41. Conforme al artículo 1142 del Código Civil no es posible crearse válidamente 

una relación obligacional sin indicar el bien incierto, por lo menos en su 

especie y cantidad. 

 

2.42. No obstante, el artículo 1606 del Código Civil referido al suministro indica 

que “Cuando no se haya fijado el volumen del suministro o su periodicidad, 

se entiende que se ha pactado teniendo en cuenta las necesidades del 

suministrado, determinadas al momento de la celebración del contrato”. 
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2.43. En tal sentido, si bien no se determina el volumen sí es necesario que se hayan 

determinado las “necesidades del suministrado”. 

 

2.44. Sin embargo, aun si pudiera considerarse que en el Anexo B de ambos 

contratos se encuentra la referencia a las “necesidades del suministrado”, el 

Árbitro Único considera que no es posible determinar la cantidad, pues 

para ello se requiere un nuevo convenio entre los contratantes. 

 

2.45. Asimismo, la Cláusula Segunda de los contratos señala que: “no constituyen 

un compromiso por parte de YANACOCHA o EL COMPRADOR”. 

 

2.46. De acuerdo con ello, YANACOCHA no se habría obligado a transferir la 

propiedad de un determinado (ni determinable) tonelaje de residuos sólidos 

mensuales, ni DON CARLOS se habría obligado a adquirir la propiedad de 

estos durante la vigencia de los contratos CV-001/04 y CV-003/05. 

 

2.47. Es así que, el Árbitro Único considera que nos encontramos ante una figura 

contractual compleja “en el sentido que supone un “íter” contractual 

formado de una “pluralidad de acuerdos negociales”, pero no ante el 

esquema de un único contrato como es el que caracteriza al suministro. 

 

2.48. Esto lleva a sostener que estamos en presencia de los llamados “contratos 

normativos”; es decir, de contratos que no están regidos a obligar a las partes 

a la celebración de futuros y singulares contratos particulares, sino a 

establecer normas recíprocamente exigibles, respecto a la conclusión de esos 

contratos en caso de celebrarse. Así, los aspectos esenciales de la figura son 

la previa determinación del contenido de los sucesivos contratos y la libertad 

de las partes de estipularlos.  

 

2.49. De esta manera, DON CARLOS y YANACOCHA en cada oportunidad 

celebraban sendos contratos de compraventa respecto al volumen que 

YANACOCHA ofrecía vender y DON CARLOS aceptaba comprar y cuyos 

términos (el contenido del contrato) estaba predeterminado en los contratos 

CV001/2004 y CV003/2005. 
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2.50. En ese sentido, no es posible sostener que YANACOCHA se hubiere 

obligado en virtud de los contratos a una determinada prestación y, por 

tanto, no es posible sostener que hubiera incurrido en un incumplimiento 

parcial y defectuoso, por lo que para el Árbitro Único la primera pretensión 

debe declararse INFUNDADA. 

La contratación de los servicios 

2.51. Respecto a la supuesta “contratación de servicios” alegada por DON 

CARLOS, el Árbitro Único señala que al tratarse de contratos de suministro, 

de acuerdo a lo previsto en la Cláusula Tercera referida a la entrega de los 

bienes se produce en el domicilio de YANACOCHA (lugar de ejecución), lo 

cual supone entonces que DON CARLOS tiene que acudir a dicho domicilio 

para retirar los bienes. 

 

2.52. Así pues, respecto a ello, el retiro de los bienes por DON CARLOS no 

constituye una obligación sino una carga: la carga de colaboración.  

 

2.53. En efecto, la carga se diferencia de la obligación en que la carga es la conducta 

que el sujeto debe necesariamente realizar para satisfacer el propio interés, 

mientras que la obligación es la conducta dirigida a satisfacer el interés ajeno 

(el del acreedor). En el presente caso, si el adquirente (acreedor del bien) no 

recoge los bienes adquiridos no podrá satisfacer su propio interés (de recibir 

los bienes). 

 

2.54. No obstante, en el presente caso, el deudor de la obligación de dar los bienes 

(YANACOCHA) tiene un interés autónomo en el cumplimiento de su 

prestación, el cual consiste en el desecho y evacuación de dichos bienes. Esto 

se desprende de la Cláusula Primera y en el Anexo A de ambos contratos. En 

tal sentido, para el Árbitro Único, DON CARLOS tiene la obligación, y no 

una carga, de retirar los bienes del domicilio de YANACOCHA, obligación 

que tiene como objeto una prestación de hacer. 

 

2.55. Dicha obligación, con prestación de hacer (retiro y transporte de residuos 

sólidos) se encuentra sujeta a una normatividad especial (Ley 27314), la cual 
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impone determinados deberes tanto a DON CARLOS como a 

YANACOCHA. 

 

2.56. Sin embargo, habiéndose declarado INFUNDADA la primera pretensión, es 

decir que YANACOCHA no cumplió parcial o defectuosamente, el Árbitro 

Único declara INFUNDADA la Segunda, Tercera y Cuarta Pretensión. 

 

2.57. Finalmente, respecto a la condena para el pago de los costos del arbitraje, 

conforme a lo establecido en el artículo 58 del Reglamento de Arbitraje, y 

siendo que en el convenio arbitral no se ha previsto nada relacionado a los 

costos del arbitraje, el Árbitro Único considera que existieron fundadas 

razones para litigar, por lo que cada una de las partes debe asumir los costos 

del arbitraje en los que ha incurrido. 

 

III. MARCO JURÍDICO APLICABLE 

3.1. En el análisis del presente caso se tendrán en cuenta las siguientes normas 

jurídicas: 

 

(i) La Ley General de Arbitraje aprobada por la Ley Nro. 26572, modificada por 

la Ley Nº 26698, Ley Nº 26742 y Ley N° 28519 

(ii) El Código Civil aprobado por el Decreto Legislativo 295. 

 

IV. IDENTIFICACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

4.1. De los hechos expuestos en el acápite anterior, se ha advertido los siguientes 

problemas jurídicos: 

 

1. Naturaleza jurídica de los contratos CV 001-2004 y 003-2005 y evaluación de 

los aspectos civiles de la controversia 

1.1. ¿Cuál es la naturaleza jurídica de los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 

celebrados? 

1.1.1. ¿La naturaleza de los contratos corresponde a uno de compraventa? 
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1.1.2. ¿La naturaleza de los contratos corresponde a uno de suministro? 

1.1.3. De tratarse de contratos de suministro ¿El objeto de los contratos CV 

001-2004 y CV 003-2005 es indeterminable y, en consecuencia, ambos 

contratos son nulos? 

1.1.4. ¿Los contratos corresponden a la naturaleza de un contrato normativo o 

contrato marco? 

1.2. ¿Se derivan obligaciones de servicios de los contratos CV 001-2004 y CV 

003-2005? 

1.3. ¿Cómo se debe interpretar la cláusula de no exclusividad? 

1.4. ¿YANACOCHA incurrió en responsabilidad? ¿corresponde que DON 

CARLOS sea indemnizado? 

2. Evaluación de la controversia en la vía Arbitral:  

2.1. ¿El Árbitro Único procedió correctamente al resolver en base a argumentos 

que no fueron aportados por las partes en el proceso? 

2.1.1. ¿Cuál es la naturaleza del Arbitraje? 

2.1.2. ¿Qué es el principio de Iura Novit Curia? 

2.1.3. ¿Es posible aplicar el Iura Novit Curia en el Arbitraje?  

 

 

V. POSICIÓN DEL BACHILLER RESPECTO DE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS 

 

1. Naturaleza jurídica de los contratos CV 001-2004 y 003-2005 y evaluación de los 

aspectos civiles de la controversia 

 

1.1. ¿Cuál es la naturaleza jurídica de los contratos CV 001-2004 y 003-2005? 

Mi posición es que los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 corresponden a la 

naturaleza jurídica de “contratos marco de suministro”. A pesar de la discusión 

jurídica en torno a la naturaleza de dichos contratos, lo cierto es que estos no 
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generan obligación para las partes de celebrar los eventuales contratos futuros de 

aplicación. Sustento mi posición, en base a los siguientes argumentos: 

1.1.1. ¿La naturaleza jurídica de los contratos corresponde a uno de 

compraventa? 

 

Ambas partes sostienen que la naturaleza jurídica de los contratos CV 001-2004 

y CV 003-2005 corresponden al tipo contractual “compraventa”, siendo que la 

controversia se centra principalmente en determinar si, conforme sostiene DON 

CARLOS, YANACOCHA incumplió o no con su obligación de entregar los 

bienes en las cantidades pactadas en dichos contratos.  

Al respecto, en el ordenamiento jurídico peruano el contrato de compraventa3 se 

encuentra regulado en el artículo 1529 del Código Civil, el cual dispone que “Por 

el contrato de compraventa, el vendedor se obliga a transferir la propiedad de un 

bien al comprador y este a pagar su precio en dinero”.  

Tal como se advierte de dicho artículo, las prestaciones mínimas indispensables 

que constituyen el elemento objetivo del tipo contractual “compraventa” son: i) 

Por un lado, el vendedor se obliga a transferir la propiedad de un bien al 

comprador, mientras que, ii) Por el otro, el comprador se obliga a pagar su precio 

en dinero.  

Asimismo, al ser un contrato sinalagmático, esto es, de prestaciones recíprocas, 

los objetos sobre los que recae el contrato de compraventa son, por un lado, el 

bien cuya propiedad se transfiere y, por el otro, el precio pactado por las partes 

para dicho bien.  

Ahora bien, en el presente caso observamos que en los escritos postulatorios 

ambas partes denominaron a los contratos materia de controversia como 

“contratos de compraventa”; sin embargo, es pertinente recordar que la 

calificación de un contrato en un tipo contractual no depende de la simple 

denominación otorgada por las partes, sino que los contratos deben ser 

                                                             
3 Respecto al contrato de compraventa Manuel De La Puente Lavalle señala que “existen dos maneras de 
entender la compraventa. Una de ellas es usando el sistema de “separación del contrato”, que requiere 
para la transmisión de la propiedad por compraventa que el contrato obligacional de compraventa vaya 
unido a un contrato real de transmisión de la propiedad. Y la otra forma es de acuerdo al sistema de la 
“unidad del contrato”, según el cual el acuerdo para la transmisión de la propiedad está contenido en el 
contrato de transferencia” (2020, p. 11). 
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interpretados en base a las cláusulas contenidas en ellos, así lo estipula el artículo 

168 del Código Civil, el cual señala que “el acto jurídico debe ser interpretado 

de acuerdo con lo que se haya expresado en él (…)”. 

Resulta, entonces, pertinente la siguiente pregunta: ¿La real intención de las partes 

fue la de celebrar un contrato de compraventa? Como se ha mencionado, para 

sustentar sus posiciones ambas partes parten de la premisa de que se encuentran 

frente a un contrato de compraventa; sin embargo, se debe interpretar cuál fue la 

verdadera intención de las partes al celebrar dicho contrato. 

En ese sentido, de una primera aproximación a las diversas cláusulas del contrato 

se puede advertir que el objetivo principal de las partes fue la transferencia de 

propiedad de los bienes desechables (residuos sólidos) a favor de DON 

CARLOS a cambio del pago del precio pactado en el contrato, el cual debía 

ceñirse a los procedimientos y normativas que regirían el intercambio de 

bienes y que se efectuaría de acuerdo a los montos estimados de venta por 

mes. 

En efecto, puede advertirse que la cláusula segunda de ambos contratos 

textualmente indica lo siguiente:  

CLÁUSULA SEGUNDA: OBJETO DEL CONTRATO 

Por el presente, YANACOCHA se obliga a transferir la propiedad de los 

bienes desechados referidos en la cláusula primera [barras, brocas, cilindros, 

llantas y otros objetos (residuos sólidos metálicos)]. EL COMPRADOR se obliga 

a pagar a YANACOCHA el monto total del precio pactado en la forma, 

oportunidad y lugar convenidos. 

(…) 

Se incluye como Anexo A un detalle de los procedimientos y normativas que 

regirán el intercambio de bienes materia del presente Contrato. Dentro del Anexo 

B, se ven los montos estimados de Venta por mes (los cuales son exclusivamente 

referenciales y no constituyen un compromiso por parte de YANACOCHA O EL 

COMPRADOR). 
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En tal sentido, de la lectura del contrato, puede advertirse que si bien se trata de 

un contrato de transferencia de propiedad, no nos encontramos ante un contrato 

de compraventa, puesto que, para calificar un contrato en un determinado tipo 

contractual deben coincidir todos los elementos esenciales del tipo; sin embargo, 

en el presente caso no coinciden todas las prestaciones mínimas indispensables 

(elemento objetivo del tipo), ya que, en los contratos bajo análisis existen distintas 

prestaciones independientes entre sí de transferencia de propiedad, las cuales son 

de ejecución duradera, por lo que, no es posible calificar a dicho contrato como 

uno de tipo contractual de compraventa el cual, por el contrario, es de ejecución 

instantánea. Asimismo, dichos contratos no coinciden con la función económica 

de un contrato de compraventa, ya que más allá de una simple transferencia de 

bienes, el tiempo en el cumplimiento de las obligaciones ha sido dispuesto por 

ambas partes como un elemento esencial del contrato, ya que, de otro modo, no 

verían satisfechos sus intereses. Así pues, por un lado, se encuentra el interés de 

YANACOCHA respecto de la evacuación mensual de los residuos sólidos que se 

generaban como producto de su actividad económica y, de otro lado, el interés de 

DON CARLOS de abastecerse de dichos bienes de manera periódica a fin de 

poder comercializarlos a terceros, como parte también de su actividad económica. 

En efecto, en doctrina se señala que: 

El tipo contractual está conformado por una serie de datos peculiares con carácter 

de esenciales. Precisamente, si es que a través de la calificación jurídica se 

logra verificar que el contrato concreto, celebrado por las partes contiene 

absolutamente todos estos datos peculiares (elementos esenciales del tipo 

contractual), entonces concluiremos que estamos ante el contrato típico 

determinado (Soria y Osterling, 2014, 20). (El destacado es mío) 

En ese sentido, los referidos autores (2014) señalan que dichos elementos 

esenciales que se deben evaluar para determinar si el contrato celebrado por las 

partes se encuentra dentro de un tipo contractual, son los siguientes (p. 20-25): 

i) Elemento objetivo, entendido como contenido mínimo negocial, es 

decir todas las prestaciones mínimas e indispensables establecidas por 

las normas que definen al tipo contractual. 
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ii) Elemento subjetivo, entendido como cualidad especial del agente o 

característica que debe ser cumplida por las partes exigida por la ley. 

iii) Elemento causal (función económica del contrato), entendida como 

la causa típica del contrato, la utilidad o necesidad del contrato, la cual 

es objetiva y abstracta, en otras palabras, esta no debe confundirse 

con los motivos o causas particulares de cada parte, pues este elemento 

trasciende la subjetividad de las mismas. 

Tal como se advierte, los referidos autores señalan que, no basta verificar el 

elemento objetivo, esto es, la coincidencia de las prestaciones mínimas e 

indispensables requeridas por el tipo contractual correspondiente, sino que 

también se requiere del análisis del elemento subjetivo y el elemento casual. 

De acuerdo a ello, en el presente caso, tal como se ha mencionado, se advierte que 

los contratos materia de controversia no cumplen con el elemento objetivo del 

tipo contractual compraventa. En este punto cabe precisar que, si bien es cierto 

que, en el ejemplo clásico de una compraventa la entrega del bien en propiedad a 

cambio de un precio se produce inmediatamente después de la celebración del 

contrato, puede darse también válidamente el caso de una compraventa recaída 

sobre diferentes bienes, cuya entrega deba realizarse en distintos momentos de 

manera diferida, asimismo, las partes podrían pactar el pago del precio también 

en partes; sin embargo, ello no convierte al contrato de compraventa en uno de 

ejecución duradera o tracto sucesivo, sino que este es siempre uno de ejecución 

instantánea, en el cual el interés del acreedor será satisfecho únicamente cuando 

se cumpla con la única prestación referida a la entrega total de los bienes por parte 

del deudor. Así pues, Sanín Bernal (1993) al diferenciar el contrato de 

compraventa del contrato de suministro, ha señalado que: 

La compraventa es un contrato de ejecución instantánea, en el cual el pago del 

precio corresponde a una entrega única de la mercancía; si la venta es con 

entregas repetidas, la prestación sigue siendo una sola aunque su ejecución se 

fraccione en el tiempo. El contrato de suministro es un contrato de tracto sucesivo, 

en el cual la obligación se prolonga a través del tiempo en entregas periódicas y 

no hay una prestación, sino varias prestaciones autónomas, ligadas entre sí, y 

derivadas de un contrato único. (p. 67) 
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Inclusive Francesco Longobuco (1995), señala que: 

La categoría de las obligaciones de duración es, por algunos aspectos, más 

restringida de lo que la opinión tradicional deja entender porque, como hemos 

observado anteriormente, la mera reiteración de las prestaciones durante el 

tiempo no es por sí misma dirimente para calificar a la relación como de 

duración a falta de suficiente autonomía funcional de las prestaciones 

individuales. Por otros aspectos, en cambio, esta es decididamente más amplia 

ya que un interés concreto de las partes a la duración del vínculo y un grado de 

autonomía suficiente de autonomía de las prestaciones (esta última en el resultado 

concreto y general programado por las partes) pueden identificarse en relaciones 

en las que no se tiene tanto la repetición de la prestación durante el tiempo, sino 

más bien una prestación duradera. Pensemos en el caso del contrato de 

suministro, el que, si bien recientemente ha sido clasificado como un típico 

contrato de duración en tanto caracterizado por efectos legales de duración 

típicos, no se presta, en cambio, a ser calificado como tal en abstracto, es decir, 

prescindiendo del reglamento de intereses concreto establecido entre las partes, 

considerado que, sobre un plano metodológico más general, el régimen aplicable 

al tipo contractual no puede identificarse prescindiendo de un análisis de la 

operación económica efectivamente programada por los contratantes y sin 

además abandonar el insuficiente esquema de la unidad de la relación jurídica. 

En el fondo se destaca el rechazo de fundar el análisis de las 

prestaciones duraderas sobre datos meramente estructurales, prestando así 

la debida atención a los aspectos funcionales, a los intereses concretos en 

juego, al análisis de los valores que deben llevar a reconocer la prevalencia 

de uno sobre el otro, en la convicción de fondo de que la calificación de 

duración no constituye un prius, sino únicamente un posterius de la 

interpretación para fines aplicativos. (p. 306) (El destacado es mío) 

Tal como se advierte, para el referido autor, la mera reiteración de las prestaciones 

durante el tiempo no es por sí misma dirimente para calificar a la relación como 

de duración a falta de suficiente autonomía funcional de las prestaciones 

individuales, sino que el análisis de las prestaciones duraderas se debe fundar en 

los aspectos funcionales y en los intereses concretos en juego de las partes. 

Por otro lado, respecto al elemento subjetivo del tipo contractual de 

“compraventa”, cabe precisar que este no exige en realidad un elemento subjetivo 

para su configuración. 
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Finalmente, respecto al elemento causal específico debemos mencionar que la 

función económica de la compraventa es la transferencia de propiedad de bienes, 

la cual no se corresponde con la causa típica de los contratos bajo análisis, pues, 

conforme lo hemos señalado, el tiempo en el cumplimiento de las obligaciones ha 

sido dispuesto por ambas partes como un elemento esencial del contrato, siendo 

la función económica en realidad la de abastecimiento periódico de bienes.  

 

CONCLUSIÓN: Habiendo efectuado la calificación jurídica de los contratos CV 

001-2004 y CV 003-2005, no se ha logrado verificar la plena coincidencia de 

todos los elementos especiales previstos por la norma para determinar que la 

relación jurídica realizada en los hechos por DON CARLOS y YANACOCHA 

corresponde al tipo contractual “compraventa”. Ello, específicamente, debido a 

que la clasificación de las obligaciones que se derivan de dichos contratos son de 

ejecución duradera y no de ejecución instantánea como sucede en el tipo 

contractual de “compraventa”, asimismo, la función económica de la compraventa 

es la transferencia de propiedad de bienes, la cual no se corresponde con la causa 

típica de los contratos bajo análisis, pues esta es de abastecimiento periódico de 

bienes. 

 

1.1.2. ¿La naturaleza jurídica de los contratos corresponde a uno de suministro? 

 

Respecto al contrato de suministro, no existe unanimidad en cuanto a su 

naturaleza jurídica (Benavides, 1998, p. 97)4; sin embargo, considero que es 

posible definir a este como el contrato mediante el cual el suministrante se obliga 

a la entrega en propiedad de bienes en forma de tracto sucesivo (continuado o 

periódico) a cambio del pago de un precio, salvo que se haya celebrado a título 

gratuito. 

 

                                                             
4 Respecto al contrato de suministro, el profesor Benavides Torres Eduardo sostiene en doctrina existen 
diversas objeciones sobre su naturaleza jurídica, así por ejemplo se cuestiona, si el contenido de la 
prestación a cargo del suministrante consistiría en la entrega de bienes en propiedad, en uso o que incluso 
los servicios podrían ser materia de la prestación del suministrante. 
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Dicho contrato surgió de la evolución del mercado impulsada básicamente por la 

revolución industrial, la cual requirió de los empresarios y negociantes asegurar 

una cadena abastecimiento y producción en masa, a través de relaciones 

contractuales duraderas y, a la vez, flexibles. Es así que, Benavides Torres (1998) 

sostiene que: 

 
Si bien sus raíces parecen remontarse a la Edad Media, la gran importancia del 

suministro, y el momento en el cual se cobra consciencia de que estamos ante un 

contrato que cumple una función distinta de aquella de la compraventa, viene 

luego de la revolución industrial, con el surgimiento de la gran industria. Con la 

producción en serie, la industrialización de las economías y la manufactura en 

gran escala, las industrias necesitan garantizar su adecuado abastecimiento 

durante períodos más prolongados. Es ahí donde se descubre la función y la 

gran utilidad del suministro. El suministro es, ante todo, un contrato de 

abastecimiento de bienes. El interés que se busca satisfacer es el de las 

empresas de estar debidamente abastecidas durante un cierto período de 

tiempo que tiene relación con el desarrollo de sus operaciones (p. 98). (El 

destacado es mío) 

 

Del mismo modo, Ignacio Sanín Bernal (1993)5, al manifestarse respecto al 

contrato de suministro manifiesta que: 

 
Subyace en el contrato de suministro una realidad económica: la necesidad del 

comprador recurrente (consumidor) de garantizarse el abastecimiento de las 

materias o los productos que requiere para su actividad comercial o industrial o 

de servicios; y la seguridad recíproca del vendedor repetitivo (proveedor) de 

consolidar su demanda de bienes o productos, de estabilizar su clientela y sus 

                                                             
5 Ignacio Sanín Bemal es abogado egresado de la Universidad Pontificia Bolivariana, profesor de Postgrado 
Universidades U.P.B. y San Buenaventura de Cali, Externado de Colombia y Autónoma de Bucaramanga, 
profesor de pregrado. 
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despachos, y de establecer anticipadamente un criterio sobre el precio del 

suministro. (p. 60) (El destacado es mío) 

Así pues, de lo mencionado por los referidos autores, es posible afirmar que la 

función económica de dicho contrato, se encuentra referida al abastecimiento de 

bienes durante períodos prolongados a fin de satisfacer el interés del suministrado 

de encontrarse debidamente abastecido y, de esta manera, asegurar el desarrollo 

de su operación u actividad y, de otro lado, brindar la seguridad recíproca del 

proveedor sobre la demanda de sus bienes o productos y sobre los aspectos 

relativos a esta.  

 

Es importante resaltar también que el tipo contractual “suministro” fue 

incorporado en nuestro ordenamiento jurídico relativamente de manera reciente 

al haber sido regulado por primera vez en el Código Civil peruano de 1984. Antes 

de ello, tal como lo ha manifestado Benavides Torres (1998), el contrato de 

suministro se consideraba un contrato de compraventa sujeto a modalidad (p. 96). 

 

Sin embargo, ahora resulta claro que no se trata de un contrato de compraventa, 

pues pese a que mediante este tipo contractual es posible que el deudor cumpla la 

prestación de entrega del bien de manera diferida, en diferentes momentos 

acordados por las partes, no se considerará ejecutada la prestación por parte del 

deudor y, en consecuencia, satisfecho ningún interés particular del acreedor hasta 

que no se haya cumplido con el íntegro de dicha prestación.  

 

En cambio, en un contrato de suministro, el tiempo es el elemento determinante, 

pues se irán ejecutando distintas prestaciones independientes durante un 

periodo de tiempo determinado o determinable, lo cual puede ocurrir de 

manera periódica o continuada, motivo por el cual, dicho contrato se 

caracteriza como un contrato de tracto sucesivo. Así lo refleja Benavides 

Torres (1998), al manifestar que: 

 
Lejos están los días en que se catalogaba al suministro apenas como una variedad 

de la compra-venta' considerándose que en las entregas periódicas del 

suministrante había apenas una modalidad pactada, el plazo que no modificaba la 
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naturaleza jurídica del contrato de compraventa. Su partida de autonomía en el 

derecho contractual no está hoy en día en discusión pues queda claro que el factor 

tiempo del que se nutre "la relación creada por el suministro no es un factor 

añadido, accidental, no es una modalidad agregada al contrato sin variar su 

sustancia, sino que es un elemento esencial del contrato, vivificante. El 

desenvolvimiento de la ejecución a través del tiempo es lo que le da sentido 

al vínculo obligacional y lo que contribuye a la satisfacción de la finalidad 

contractual. (p. 96) (El destacado es mío) 

 

Por lo tanto, el tiempo es un factor determinante del elemento objetivo del tipo 

contractual “suministro” y lo que lo diferencia del tipo contractual 

“compraventa”. 

 

De otro lado, siendo que en el contrato de suministro nos encontramos ante una 

relación jurídica duradera, es posible pactar ambas modalidades de ejecución, 

periódica o continuada, lo que lo diferencia de un contrato de compraventa el cual, 

como lo hemos mencionado, es de ejecución instantánea. Así pues, respecto a 

dichas modalidades del suministro, Benavides Torres (1998) señala lo siguiente: 

 
La primera es el suministro periódico, en el cual, las prestaciones se ejecutan en 

períodos determinados o determinables, también llamado de ejecución sucesiva 

o de tracto sucesivo. En las prestaciones de ejecución periódica o sucesiva, cada 

entrega es una prestación independiente, autónoma y distinta, lo que diferencia a 

las entregas del suministro periódico de las entregas de la compraventa de 

ejecución diferida. En esta última, aunque se fraccione la prestación de entrega 

de los bienes en varias entregas parciales, ninguna de estas entregas tiene sentido 

en sí misma ni satisface un interés particular del acreedor. Se trata de pagos a 

cuenta que no extinguen el cumplimiento- de la prestación única, que es la entrega 

del bien. Esta solo queda cumplida cuando se entrega el íntegro de los bienes. En 

la segunda modalidad, la ejecución continuada, en cambio, no hay varias 
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prestaciones sino una sola que se prolonga ininterrumpidamente en el tiempo, 

como ocurre con el suministro de petróleo, de agua potable, etc. (p. 96) (El 

destacado es mío) 

 

Ahora bien, en nuestro ordenamiento jurídico el contrato de suministro se 

encuentra regulado en el artículo 1604 del Código Civil el cual señala que “por el 

suministro, el suministrante se obliga a ejecutar en favor de otra persona 

prestaciones periódicas o continuadas de bienes”. 

 

Es así que, para la calificación jurídica de los contratos CV 001-2004 y CV 003-

2005, basta con analizar los elementos esenciales del tipo “suministro” para 

verificar su coincidencia con los elementos esenciales de los contratos materia de 

controversia. 

 

Así pues, en primer lugar, en cuanto al elemento objetivo, puede determinarse 

que del contrato de suministro se derivan las siguientes prestaciones: i) Por un 

lado, la del suministrante encargado de la provisión y abastecimiento de bienes, 

los cuales deberá entregar al suministrado durante un periodo de tiempo que puede 

ser determinado o determinable y ii) Por otro lado, la del suministrado quien 

deberá realizar el pago del precio pactado a cambio de la prestación de entrega y 

provisión de los bienes, en caso se trate de un suministro oneroso. En caso 

contrario, de no existir la obligación por parte del suministrado de cumplir con 

dicho pago nos encontraremos ante un contrato gratuito, es decir ante un contrato 

unilateral de suministro, conforme a lo dispuesto en nuestro ordenamiento 

jurídico.  

 

En segundo lugar, en cuanto al elemento causal, la función económica del 

contrato de suministro, corresponde a la de abastecimiento periódico o 

continuado de bienes durante un periodo de tiempo, a cambio de una 

contraprestación referida al pago del precio respectivo.  

 

En efecto, Sanín Bernal (1993) al referirse a la función económica del contrato de 

suministro, señala que: 
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La eficacia del contrato de suministro no se puede agotar en un solo acto, puesto 

que las necesidades que buscan satisfacer los contratantes son la previsión futura 

y el mantenimiento en el tiempo de la relación creada. Por ello puede afirmarse 

que éste es un contrato que engendra obligaciones duraderas a cargo de las partes; 

esto quiere decir, que el interés de las partes sólo queda satisfecho cuando la 

prestación se prolonga en el tiempo, y por consiguiente la utilidad para el 

contratante es proporcional a la duración del contrato.  

 

Con la utilización del contrato de suministro se evita la realización de 

múltiples acuerdos de voluntades, sucesivos, quizás aleatorios. (p. 62) (El 

resaltado es mío) 

 

Finalmente, en cuanto al elemento subjetivo del tipo, cabe mencionar que el tipo 

contractual “suministro” al igual que en el tipo contractual “compraventa” no 

requiere de una cualidad especial de las partes para celebrar dichos contratos. 

 

Por lo tanto, avocándonos nuevamente al análisis de los contratos materia de 

controversia a fin de determinar si su calificación corresponde al tipo contractual 

“suministro” -a través de una interpretación literal del mismo-, observamos que la 

cláusula primera y segunda de dichos contratos disponen que: 

 
CLÁUSULA PRIMERA: ANTECEDENTES 

El COMPRADOR [SERVICIOS GENERALES DON CARLOS EIRL] es una 

persona Jurídica debidamente constituida que se dedica entre otras cosas a la 

Compra y Venta de residuos sólidos, la misma que manifiesta estar capacitada 

para transportar, almacenar, reciclar y comercializar los bienes materia del 

presente Contrato. 

YANACOCHA es una empresa dedicada a la explotación minera, que dentro 

de su etapa de producción y producto de la necesaria actividad de transporte de 

personal, material, tierra y equipos adquiere gran cantidad de barras, brocas, 
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cilindros, llantas y otros objetos (residuos sólidos) que, luego de un 

determinado uso, deben ser debidamente desechadas, evacuadas, 

almacenadas o comercializadas. YANACOCHA es propietaria de los 

BIENES. 

 

CLÁUSULA SEGUNDA: OBJETO DEL CONTRATO 

Por el presente, YANACOCHA se obliga a transferir la propiedad de los 

bienes desechados referidos en la cláusula primera [barras, brocas, cilindros, 

llantas y otros objetos (residuos sólidos metálicos)]. EL COMPRADOR se obliga 

a pagar a YANACOCHA el monto total del precio pactado en la forma, 

oportunidad y lugar convenidos. 

(…) 

Se incluye como Anexo A un detalle de los procedimientos y normativas que 

regirán el intercambio de bienes materia del presente Contrato. Dentro del Anexo 

B, se ven los montos estimados de Venta por mes (los cuales son exclusivamente 

referenciales y no constituyen un compromiso por parte de YANACOCHA O EL 

COMPRADOR)” 

En ese sentido, de la revisión de dichos contratos, podemos advertir que 

YANACOCHA se habría obligado a proveer (transferir) mensualmente residuos 

sólidos a DON CARLOS, el cual se dedica, a su vez, a la compra y venta de dichos 

bienes. 

Por lo tanto, es posible concluir que los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 

corresponden a la naturaleza jurídica del contrato de suministro, pues coinciden 

todos los elementos esenciales de dicho tipo contractual. Así pues, por un lado, 

se verifica la coincidencia de todas las prestaciones mínimas indispensables 

(elemento objetivo del tipo), en tanto, YANACOCHA se habría obligado a la 

entrega periódica de bienes (residuos sólidos) mensualmente y DON CARLOS se 

habría obligado al pago respectivo de dichas prestaciones en la oportunidad 

convenida por las partes, así como la correspondencia con el elemento causal o 

función económica del tipo contractual “suministro”, la cual se encuentra referida 

al abastecimiento de los bienes. 
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CONCLUSIÓN: Habiendo efectuado la calificación jurídica de los contratos CV 

001-2004 y CV 003-2005, se ha verificado la plena coincidencia de todos los 

elementos especiales previstos por la norma para determinar que la relación 

jurídica realizada en los hechos por DON CARLOS y YANACOCHA 

corresponde al tipo contractual “suministro”.  

 

1.1.3. De tratarse de contratos de suministro ¿El objeto de los contratos CV 001-

2004 y CV 003-2005 es indeterminable y, en consecuencia, ambos contratos 

son nulos? 

Como bien se sabe, el contrato tiene por objeto crear, regular, modificar o 

extinguir una relación jurídica patrimonial conforme a lo dispuesto en el artículo 

1351 del Código Civil., asimismo, de esta se derivan obligaciones las cuales 

forman parte de esa relación jurídica, las mismas que serán ejecutadas, a su vez, 

a través de las prestaciones que son conductas o comportamientos que deberán 

desplegar las partes. 

Ahora bien, el artículo 219 del Código Civil dispone que: 

Artículo 219º.- El acto jurídico es nulo:  

(…) 

3.- Cuando su objeto es física o jurídicamente imposible o cuando sea 

indeterminable. 

(…) (El destacado es mío) 

Tal como se advierte de dicho dispositivo legal, el negocio jurídico es nulo cuando 

su objeto es indeterminable. Debe resaltarse que en el presente artículo el objeto 

se encuentra referido al bien o servicio sobre el que recae el contrato. 

Así pues, podemos concluir que el artículo 219 del Código Civil al referirse al 

objeto indeterminable como causal de nulidad del acto jurídico está haciendo 

referencia a los bienes, esto es, la cosa o derecho que es materia de las 

prestaciones derivadas del contrato, ello debido a que la determinación del objeto 

cobra sentido si se tiene en cuenta que es importante que el comportamiento del 
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deudor debe recaer sobre algo concreto. Así lo manifiesta, Manuel De La Puente 

Lavalle (2017), al señalar que: 

Lo que precisa el verdadero contenido (la peculiaridad) de la prestación es el bien 

o servicio que se va a dar o que se va a hacer, de tal manera que la determinación 

debe recaer en esto último, o sea en el bien o en el servicio, ya que, usando 

palabras de Alterini, es menester que el comportamiento del deudor recaiga 

sobre algo concreto. (p. 711) (El destacado es mío) 

Por otro lado, respecto a la determinabilidad del objeto, Manuel De La Puente 

Lavalle (2017) señala que la determinación es la individualización del bien o 

servicio, lo que lo hace particular y lo distingue de los demás bienes y servicios, 

Así pues, el referido autor señala que “la determinación es la designación 

individual del bien o servicio, de tal manera que permite distinguirlo de los demás 

bienes o servicios. Lo extrae de la generalidad para colocarlo en la 

particularidad, convirtiéndolo en algo cierto” (p. 711). 

De la misma manera, el referido autor señala que, la determinación del objeto es 

posible que se encuentre completa al momento de celebrarse el contrato o se pueda 

determinar en un momento posterior en base a elementos computables que se 

encuentran presentes al momento de la celebración del contrato (por ejemplo, a 

través de un simple cálculo aritmético), o inclusive, es posible celebrar contratos, 

en los que pese a no haber realizado la determinación del bien o servicio al 

momento de celebrar el contrato, existan criterios y previsiones contractuales o 

legales para su determinación en el momento de la ejecución, sin necesidad de un 

nuevo acuerdo de voluntades. Este último caso, se encuentra referido al objeto 

determinable. Así pues, Manuel De La Puente (2017) señala que: 

El bien es determinado cuando la individualización (por ejemplo, el 

señalamiento del importe en dinero del precio) es hecha al momento de celebrarse 

el contrato o es posible hacerlo en razón de elementos actualmente computables.  

Ocurre, sin embargo, que aun cuando no se haga la determinación del bien o 

servicio en el momento de celebrar el contrato, existan criterios y previsiones 

contractuales o legales para su determinación en el momento de la ejecución, sin 
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necesidad de un nuevo acuerdo de voluntades. En este caso se considera que el 

bien o servicio es determinable. (p. 711-712). (El destacado es mío) 

 

Así pues, teniendo en cuenta ello, corresponde avocarnos nuevamente al análisis 

del presente caso, para lo cual resulta necesario revisar las cláusulas pactadas por 

ambas partes en los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005. Así pues, tenemos 

que las cláusulas segunda y tercera de dichos contratos señalan lo siguiente: 

 

CLÁUSULA SEGUNDA: OBJETO DEL CONTRATO 

Por el presente, YANACOCHA se obliga a transferir la propiedad de los bienes 

desechados referidos en la cláusula primera [barras, brocas, cilindros, 

llantas y otros objetos (residuos sólidos metálicos)]. EL COMPRADOR se 

obliga a pagar a YANACOCHA el monto total del precio pactado en la forma, 

oportunidad y lugar convenidos. 

YANACOCHA deja constancia que en cuanto a los bienes usados a que se refiere 

la cláusula anterior, estos se encuentran en buen estado de conservación sin mayor 

desgaste que el producido por el uso normal y ordinario, situación que EL 

COMPRADOR declara conocer. 

Se incluye como Anexo A un detalle de los procedimientos y normativas que 

regirán el intercambio de bienes materia del presente Contrato. Dentro del Anexo 

B, se ven los montos estimados de Venta por mes (los cuales son 

exclusivamente referenciales y no constituyen un compromiso por parte de 

YANACOCHA O EL COMPRADOR). 

CLÁUSULA TERCERA: PROCEDIMIENTO DE ADQUISICIÓN Y 

ENTREGA: 

EL COMPRADOR acudirá a las instalaciones de YANACOCHA en días y horas 

de desarrollo normal de actividades, donde se le indicará los bienes disponibles 
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para su adquisición y posterior retiro de las instalaciones de YANACOCHA, 

sujetándose a las normas y criterios de evacuación y adquisición de los bienes 

que YANACOCHA a su libre criterio considere conveniente. 

El control de los vehículos destinados para el transporte de los bienes en 

evacuación será efectuado por las áreas de Logística, Medio Ambiente Y FORZA 

en la garita principal, tanto a la entrada como a la salida de los vehículos. 

EL COMPRADOR no podrá retirar los bienes señalados de las instalaciones de 

YANACOCHA si no dispone de las correspondientes guías de remisión-

transporte, debidamente aprobadas por YANACOHA. 

EL COMPRADOR deberá acreditar ante YANACOCHA contar con los debidos 

permisos, licencias, autorizaciones y demás documentación necesaria para el 

transporte de los bienes adquiridos. 

De las cláusulas antes citadas, se advierte que el bien materia de los contratos bajo 

análisis son los “residuos sólidos” (barras, brocas, cilindros, llantas y otros 

objetos) que YANACOCHA debía transferir a DON CARLOS mensualmente. 

En ese sentido, podemos concluir que ambos contratos se celebraron respecto a 

bienes determinados únicamente en cuanto a su especie “residuos sólidos”, y, no 

así, en cuanto a su cantidad.  

En efecto, en la cláusula segunda, tercer párrafo, de ambos contratos se indica 

que en el Anexo B se señalan los montos estimados de venta por mes de los 

residuos sólidos, los cuales son exclusivamente referenciales y no constituyen 

un compromiso por parte de YANACOCHA ni de DON CARLOS. Asimismo, en 

la cláusula tercera se estipuló que DON CARLOS acudiría a las instalaciones de 

YANACOCHA donde se le indicaría los bienes disponibles para su 

adquisición y posterior retiro de sus instalaciones, sujetándose a la 

evacuación y adquisición de los bienes que YANACOCHA a su libre criterio 

considera conveniente; sin embargo, podemos advertir que no se ha determinado 

su cantidad. 
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En ese sentido, dichos bienes no calzan en la definición de bienes inciertos, pero 

¿qué es un bien incierto? 

Cabe mencionar que la calificación de los bienes en la categoría de inciertos se 

encuentra íntimamente vinculada a la determinabilidad del objeto del contrato. 

Así pues, en doctrina se ha señalado sobre los bienes inciertos que:  

Bien incierto es aquel que, constituyendo el objeto de una prestación de dar, no 

se encuentra totalmente determinado. Como enseña Antonio de la Vega Vélez, 

en las obligaciones de género el objeto no se encuentra determinado en 

especie o cuerpo cierto; sólo se determina al momento de cumplirse la 

obligación, y esta determinación se hace con respecto a diversas cosas que 

reúnan las mismas características. Es el caso de los bienes determinables, de 

aquellos que se encuentran especificados al menos en su especie y cantidad. 

(Castillo y Osterling, 2020, p. 3) (El destacado es mío) 

Cabe precisar que dicha calificación de los bienes inciertos se remonta al Derecho 

Romano, en el cual se identificaba a las obligaciones de dar bienes inciertos con 

las obligaciones de género (obligatio generis), las cuales se oponían a las 

obligaciones de especie (obligatio speciei) u obligaciones de dar un individuo 

determinado, las mismas que conocemos actualmente como obligaciones de dar 

cosas ciertas. Así pues, Mario Castillo Freyre y Felipe Osterling (2020) señalan 

que: 

Como enseña Salvat, en el Derecho Moderno se entiende por obligaciones de dar 

bienes inciertos, a aquellas que tienen por objeto cosas inciertas no fungibles. 

Recuerda que en el Derecho Romano estas obligaciones se llamaban 

obligaciones de género (obligatio generis) y se oponían a las obligaciones de 

especie (obligatio speciei) u obligaciones de dar un individuo determinado, 

que son las que nosotros llamamos de dar cosas ciertas. Así, en el Derecho 

Moderno, las obligaciones de dar bienes inciertos determinados sólo por su 

especie equivalen a las obligaciones de género del Derecho Romano, de 

manera que no debe traducirse "speciei" por "especie", ya que speciei 
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equivale a cuerpo cierto o individuo determinado, como lo recuerda el citado 

tratadista argentino. (p. 2) (El destacado es mío) 

Tal como se advierte, la referencia a bienes inciertos, nos lleva indefectiblemente 

a la clasificación de las obligaciones en obligaciones de género o especie y, por lo 

tanto, a determinar si nos encontramos ante un objeto determinado o determinable. 

Así pues, tenemos que obligación específica es aquella en la cual el objeto se 

encuentra individualizado en el contrato, mientras que la obligación genérica será 

aquella cuya prestación no se identifica con una sola "cosa" individualmente 

designada o determinada, sino que su objeto se encuentra determinado de manera 

general, esto es, por características genéricas comunes a todas las cosas que 

forman el género. Por lo tanto, en la obligación genérica existe un objeto 

determinado en cuanto al género al que pertenece, pero aún no individualizado. 

Así pues, en doctrina se menciona que: 

Para Manuel Albaladejo, obligación específica es aquélla cuyo objeto está 

determinado individualmente (está especificado, individualizado); cita como 

ejemplo, si se vende la casa número tal de tal calle, el vendedor -obligado- debe 

sólo y exclusivamente ese objeto -la casa concreta-. En cambio, agrega, 

obligación genérica es aquella cuyo objeto está determinado no individualmente, 

sino de una manera general, por características genéricas (que son comunes a 

todas las cosas que forman el género); cita como ejemplo el obligarse a entregar 

un litro de vino blanco de tal clase, o un kilo de pan de trigo candeal, o un 

automóvil de tal marca y modelo; casos en los cuales el obligado debe un 

ejemplar cualquiera, un litro o un kilo o un coche cualquiera, del género de que 

se trate (automóviles de tal marca y modelo, o vino de tal clase o pan candeal). 

Agrega Albaladejo que no se trata de que el de la obligación específica sea un 

objeto determinado individualmente, mientras que el de la obligación genérica 

sea el género (pudiéndose cumplir con cualquiera de las cosas o servicios que 

pertenezcan a éste), sino que en la obligación genérica existe un objeto, 

determinado en cuanto al género a que pertenece, pero aún no 
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individualizado; así, luego, el objeto no es el género, sino el individuo que 

posteriormente se especifique dentro del género (Albaladejo, 1980, como se 

citó en Castillo y Osterling, 2000, p. 3). (El destacado es mío) 

Asimismo, dicha diferenciación entre obligaciones genéricas y específicas inciden 

de distinta manera en el cumplimiento de obligaciones. Es así que en doctrina se 

menciona que: 

Para Luis Diez Picazo y Antonio Gullón, se denominan obligaciones genéricas 

aquellas obligaciones de dar, en las cuales la cosa objeto de la prestación se 

encuentra determinada únicamente a través o mediante su pertenencia a un 

género; entendiéndose por género, en el lenguaje jurídico, a un conjunto más o 

menos amplio de objetos que reúnen unas determinadas características o de los 

que se pueden predicar unas condiciones comunes; agregan que, en cambio, se 

denominan obligaciones específicas aquellas que recaen sobre cosas 

concretas y determinadas, en las que el deudor sólo cumple entregando la 

cosa prefijada. En cambio, en las obligaciones genéricas, el deudor puede 

cumplir entregando uno cualquiera de los objetos o una determinada 

cantidad de ellos, siempre que pertenezcan al género estipulado (Diez Picazo 

y Gullón, 1985, como se citó en Castillo y Osterling 2000, p.9). (El destacado es 

mío) 

En este punto, cabe precisar que, nuestro ordenamiento jurídico exige que los 

bienes inciertos sean cuando menos indicados en su cantidad y especie. Así 

pues, el artículo 1142 del Código Civil señala que“Los bienes inciertos deben 

indicarse, cuando menos, por su especie y cantidad”. 

Tal como se advierte, del referido artículo, los bienes inciertos, cuando menos, se 

deben indicar en el contrato en su especie y cantidad; sin embargo, como se ha 

observado en el análisis de los contratos materia de controversia, los bienes 

“residuos sólidos” sobre los que recae los contratos CV 001-2004 y CV 0003-

2005 no cumplen con lo dispuesto en nuestro ordenamiento jurídico, pues al 

celebrarse estos no se determinó una cantidad de bienes determinada que 
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YANACOCHA debía transferir a DON CARLOS, ni se estableció algún medio 

objetivo para determinar ello en el contrato. 

En efecto, en ambos contratos, tal como lo hemos señalado, la partes estipularon 

que las cantidades pactadas por ambas partes son meramente referenciales y no 

implican una verdadera obligación por parte de YANACOCHA, por otra parte, se 

estipula que DON CARLOS acudiría a las instalaciones de YANACOCHA donde 

se le indicaría los bienes disponibles para su adquisición y posterior retiro de sus 

instalaciones, sujetándose a la evacuación y adquisición de los bienes que 

YANACHOCHA a su libre criterio considerara conveniente. Asimismo, en el 

Anexo B de ambos contratos se advierte que se estableció únicamente 

“cantidades estimadas de residuos sólidos para la venta” por parte de 

YANACOCHA. 

En ese sentido, el objeto del contrato referido a los residuos sólidos es 

indeterminable, pues no cumple con los requisitos determinados por el Código 

Civil para calificar como bienes inciertos, ya que no se encuentra determinado, ni 

podría considerarse determinable, en cuanto a su cantidad. En consecuencia, en 

aplicación del artículo 219 del Código Civil, los contratos CV 001-2004 y CV 

003-2005, serían nulos por ser el objeto indeterminable. 

Ahora bien, podría haber quien objete ello indicando que, si bien el bien no está 

determinado en su cantidad en los contratos materia de controversia, las partes sí 

establecieron en el contrato los medios para su determinación en el futuro (como, 

por ejemplo, las cantidades estimadas señaladas en el Anexo B de ambos 

contratos, así como el haber facultado al suministrante a determinar dicha 

cantidad). 

Sin embargo, dicha observación carecería de todo fundamento, si se tiene en 

cuenta que el artículo 1143 del Código Civil6 se encuentra referido a la elección 

de los bienes inciertos a cargo del deudor, esto es a los bienes determinados como 

mínimo en su especie y cantidad, lo cual no se ha configurado en el presente caso, 

por lo que dicho artículo no resulta aplicable. 

                                                             
6 Artículo 1143º.- En las obligaciones de dar bienes determinados sólo por su especie y cantidad, la elección 
corresponde al deudor, salvo que lo contrario resulte de la ley, del título de la obligación o de las 
circunstancias del caso. Si la elección corresponde al deudor, debe escoger bienes de calidad no inferior a 
la media. Si la elección corresponde al acreedor, debe escoger bienes de calidad no superior a la media. Si 
la elección corresponde a un tercero, debe escoger bienes de calidad media. 
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Así pues, nos preguntamos ¿Cómo podría el suministrante elegir el bien, sin 

recurrir al mero arbitrio, si no cuenta con los elementos suficientes para ello, esto 

es, la especie y cantidad del bien? Es por ello, que nuestro Código Civil exige que 

los bienes inciertos deben tener como mínimo ambas cualidades, de lo contrario 

el objeto será indeterminable. 

Por otro lado, cabe precisar en este punto que, en las normas aplicables a los 

contratos de suministro contenidas en el Código Civil se establece una excepción 

a la regla referida a los bienes inciertos, pues se establece que en el caso de que 

las partes no hayan determinado el volumen (cantidad) de los bienes sobre los que 

recaerá el contrato, se entenderá pactado teniendo en cuenta las necesidades del 

suministrado, determinadas al momento de la celebración del contrato. Así pues, 

el artículo 1606 de dicho cuerpo normativo establece que: 

Artículo 1606º.- Cuando no se haya fijado el volumen del suministro o su 

periodicidad, se entiende que se ha pactado teniendo en cuenta las necesidades 

del suministrado, determinadas al momento de la celebración del contrato. (El 

destacado es mío) 

Sin embargo, en el presente caso dicho artículo tampoco resulta de aplicación, en 

tanto que, al ser una norma dispositiva, las partes en virtud del principio de libertad 

contractual7, pactaron en contrario, al establecer que sería el suministrante, 

YANACOCHA, el encargado de determinar bajo su  mero arbitrio la cantidad de 

bienes que serían objeto de entrega. 

No obstante, dicha cláusula pactada por ambas partes tampoco resuelve el 

problema sobre la indeterminabilidad del bien sobre el cual recaerá ambos 

contratos, pues la calificación de “determinabilidad” del bien exige que para su 

futura determinación no se deba requerir una nueva manifestación de voluntad de 

una de las partes o de un nuevo acuerdo de voluntad de estas; sin embargo, ello 

ocurriría en el presente caso al haberse encargado a YANACOCHA 

(suministrante) la determinación del bien a su libre criterio, por lo que, el objeto 

sería indeterminable y, en consecuencia, el contrato nulo. 

                                                             
7 Artículo 1354 del Código Civil 
Las partes pueden determinar libremente el contenido del contrato, siempre que no sea contrario a norma 
legal de carácter imperativo. 
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En este sentido, se ha manifestado Guido Alpa (2001) quien señala que el objeto 

es nulo cuando para la determinación del objeto se ha encargado esta al mero 

arbitrio de una de las partes. Así tenemos que, el referido autor ha expresado lo 

siguiente: 

Constituye una regla constante, sin embargo, aquella que manda que la nulidad 

deba ser declarada, aun cuando fuera de oficio, si la determinación acaece 

por arbitrio de una de las partes. En efecto, desde los primeros años de 

aplicación del artículo 1346 del Código Civil (italiano), es regla común 

considerar que está privado de objeto el contrato en el cual la determinación de 

la prestación ha sido concedida al arbitrio de uno de los contratantes; la razón es 

que en tales hipótesis, o se “excede el carácter de necesidad que es intrínseco 

a la obligación en sí misma” y falta del todo, por lo tanto, “una base 

razonable para una coacción jurídica”, o bien se “incurre en arbitrio carente 

de confines”, en tal forma que la obligación queda privada “del fin que 

siempre le debería ser propio”. (p. 75-76) (El destacado es mío) 

 

CONCLUSIÓN: Los objetos sobre los cuales recaen los contratos CV 001-2004 y CV 

003-2005 son indeterminables, ya que ni siquiera cumplen con las cualidades exigidas en 

el Código Civil para ser calificados como bienes inciertos, en tanto no se determinó en 

dichos contratos la cantidad de residuos sólidos que YANACOCHA debía transferir a 

DON CARLOS. En consecuencia, de conformidad con el artículo 219, numeral 3 del 

Código Civil ambos contratos de suministro serían nulos. 

 

1.1.4. ¿Los contratos corresponden a la naturaleza de un contrato normativo o 

contrato marco? 

En el Derecho Contemporáneo se advierte una necesidad cada vez mayor de 

contar con herramientas jurídicas que se adapten a las nuevas necesidades del 

mercado, el cual actualmente se enmarca dentro de un sistema económico en el 

que la persona singularmente considerada va quedando desplazada por el 
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predominio de las asociaciones y relaciones de cooperación, en un mundo de 

relaciones comerciales cada vez más complejas.  

Es así que, recientemente en doctrina han cobrado importancia los contratos 

normativos, específicamente en las relaciones comerciales de larga duración y 

que, en consecuencia, requieren contar con instrumentos jurídicos que las doten, 

a la vez, de estabilidad y flexibilidad. Así lo menciona el doctor en derecho 

español, Olivier Soro Russell (2014):  

El régimen jurídico del hoy frecuentemente denominado contrato normativo, 

como categoría contractual perteneciente al Derecho común, fue estudiada por 

primera vez en Alemania por Alfred HUECK en el convenio colectivo.  

(…)  

En su estudio sobre el Normenvertrag, HUECK arrancaba constatando lo 

que él llamaba la «tendencia organizativa de la moderna vida económica» 

(Organisationstendenz des modernen Wirtschaftslebens), esto es, la transición 

desde un sistema económico en el que la persona singularmente considerada 

desempeñaba un papel decisivo, a otro marcado por el predominio de las 

asociaciones. Por aquel entonces, sujetos situados en circunstancias socio-

económicas semejantes se asociaban o agrupaban con el fin de conferir un 

mayor énfasis o relevancia a sus reivindicaciones y deseos. (p. 13-14) (El 

destacado es mío) 

Por su parte, respecto al contrato marco no se tiene referencia exacta sobre su 

origen; sin embargo, se advierte también su reciente protagonismo como figura 

jurídica en relaciones de larga duración, los mismos que guardan gran similitud 

con los contratos normativos, en el sentido de que ambos establecen una previsión 

sobre eventuales futuras relaciones contractuales. En ese sentido, se ha 

mencionado en doctrina que:  

A diferencia de los contratos normativos, el origen del contrato marco no es fácil 

de rastrear en los estudios dogmáticos. Sin embargo, es evidente que este 

dispositivo surgió en el siglo XX como una práctica dirigida a facilitar la 



45 
 

negociación de ciertos acuerdos en los que, de entrada, es posible la fijación 

de ciertos parámetros, pero su ejecución requiere de la determinación de 

necesidades específicas de las partes que se van concretando de forma 

gradual en el curso de una relación jurídica estable que se plantea como de 

mediana o larga duración. (Castro, 2019, p. 126-127) (El destacado es mío) 

Sin embargo, cabe mencionar que no existe unanimidad en doctrina respecto a la 

naturaleza jurídica de los contratos normativos, ni de los contratos marco, así 

como sobre la diferencia entre uno y otro concepto, llegando incluso a tratarlos 

indistintamente, inclusive se ha cuestionado en doctrina si realmente se tratan de 

verdaderos contratos, entendidos estos en su definición clásica. 

Así pues, en doctrina se menciona que los contratos normativos son aquellos 

contratos, mediante los cuales se autoimponen normas que se integrarán a los 

eventuales futuros contratos que celebren las mismas partes o terceros, sin que se 

pueda interpretar con ello que se encuentren obligados a celebrar dichos contratos. 

Es así que, en doctrina se señala que: 

En ese orden de ideas, Díez-Picazo (1996) afirma que el contrato normativo es 

un contrato que tiene por objeto establecer la disciplina de un contrato 

eventual y futuro, sin que produzca ninguna obligación de concluir el 

contrato futuro puesto que en el mismo se fija únicamente el contenido de esos 

futuros contratos que las partes no están obligadas a celebrar. (Díez-Picazo, 1996, 

como se citó en Castro, 2019, p. 127) (El destacado es mío) 

Por su parte, para Messineo resalta que el denominado contrato normativo, no 

es en sí un contrato, sino que se define como un acuerdo precontractual no 

vinculante, pues a través de este las partes establecen normas jurídicas con eficacia 

limitada que resultarán de aplicación a los eventuales contratos futuros que se 

celebren. Es así que, en doctrina al referirse al contrato normativo se manifiesta 

que: 
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Siguiendo la línea argumentativa de Messineo, el contrato normativo no es, en 

sentido estricto, un contrato. Este último tiene fuerza de ley para las partes, su 

contenido es concreto y determinado, en tanto que el contrato verdaderamente 

normativo rationae materiae dispone de intereses en abstracto y, de modo 

general, en situaciones susceptibles de repetirse; es un fenómeno de 

autodisciplina o autoimposición de normas admisibles en cuanto no estén en 

oposición con normas imperativas (Messineo, 1948, pp. 59-62). Por esa razón, 

el autor sostiene que al llamado contrato normativo le conviene mejor la 

calificación de “acuerdo”. (Messineo, 1948, como se citó en Castro 2019, p. 126) 

(El destacado es mío) 

Asimismo, Messineo (1952) diferencia al contrato normativo del contrato en 

sentido estricto, en tanto sostiene que este último determina un resultado concreto 

y específico para las partes, influye en la relación de manera inmediata, para 

realizarse necesita siempre la obra de las partes, y de él nacen derechos y 

obligaciones, mientras que el contrato normativo persigue un resultado abstracto 

y general, influye de manera mediata en la relación, una vez puesto en marcha 

disciplina un número indefinido de situaciones susceptibles de repetirse, y nunca 

es idóneo, por sí solo, para derivar derechos y obligaciones directamente. Así 

pues, el referido autor al diferenciar entre contrato en sentido estricto y contrato 

normativo señala que: 

 El primero enuncia un resultado concreto y específico para aquellas partes, no 

para otras. El segundo, un resultado abstracto y genéricamente referible a todos 

los que se encontrarán en aquella determinada situación o para siempre que se 

encuentren en ella (carácter de generalidad). El primero obliga solo en cuanto su 

contenido sea querido por las partes; el segundo obliga, aunque las partes ignoren 

su contenido o no lo mencionen. El primero influye sobre la relación en forma 

inmediata; el segundo en forma mediata (indirecta), de la misma manera que 

puede influir una norma jurídica. El primero, para realizarse, necesita siempre la 
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obra de las partes; el segundo, una vez puesto en marcha es válido para un número 

indefinido de casos.  

El contrato en sentido técnico es el elemento genético de la relación; el 

llamado contrato normativo presupone que la relación surja aliunde, solo da 

normas para su disciplina, pero no podría el mismo originarla. Del contrato en 

sentido técnico nacen derechos subjetivos y obligaciones, el llamado contrato 

normativo no es nunca idóneo, por sí, para determinarlos directamente. 

(Messineo, 1952, p. 56-57) 

De otro lado, hay quienes consideran que la naturaleza del contrato normativo no 

corresponde a un simple acuerdo como lo sostiene el autor italiano Messineo, sino 

que tiene naturaleza contractual. En ese sentido, en doctrina se señala que: 

Sobre el contrato normativo y el preliminar, señala Balestieri (2012) con apoyo 

en la doctrina, que son dos especies que tienen en común “que una actividad 

contractual sea a su vez objeto de otra actividad contractual previa”; la 

diferencia radica en que esta última puede dirigirse a asegurar la conclusión de 

futuros contratos (caso de los contratos preliminares) o a insertar en los mismos 

determinadas cláusulas acordadas previamente (contratos normativos). Los 

contratos que se celebran posteriormente los denomina “contratos actuativos” (p. 

1418).  

En línea con los planteamientos de Betti, estima Balestieri que los 

contratos normativos son acuerdos de formación progresiva que solo se realizarán 

cuando se estipule el contrato particular. “La función del contrato objeto de 

estudio, consiste en asegurar a las partes que logren un acuerdo sobre el 

contenido de cláusulas particularmente complejas, destinadas a realizarse 

luego de la suscripción de una serie de contratos particulares”, creándose 

entre ambos una relación funcional (Balestieri, 2012, p. 1418). A diferencia de 

Messineo, que abogó por la tesis del acuerdo y no del contrato en sentido estricto, 

en esta materia Balestieri afirma la naturaleza contractual del contrato 
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normativo. (Balestieri, 2012, como se citó en Castro, 2019, p. 139) (El destacado 

es mío) 

Así pues, siguiendo la línea de argumentación de Balestieri podría sostenerse que 

los contratos normativos si bien no generan obligaciones para las partes de 

celebrar futuros contratos, sí generan obligaciones en cuanto, de llegar a 

celebrarse estos últimos, las partes deberán ceñirse a las normas prestablecidas en 

dichos contratos iniciales. 

Al respecto, considero oportuna la caracterización realizada por Soro Russell 

respecto de los contratos marco y contratos normativos, en cuanto señala que 

ambos responden a una estructura dual compuesta por un contrato principal 

o regulador y la celebración de otros eventuales negocios futuros; siendo que 

en los contratos marco, el contrato se completará a través de un segundo contrato 

de aplicación, mientras que en los contratos normativos, al segundo contrato se 

le aplicará el clausulado previsto en el primer negocio. Así pues, se señala que: 

 Ambas categorías —contratos marco y normativos— comparten una estructura 

dual: existe un contrato principal o regulador y se contempla la celebración 

de otros negocios futuros, como lo señala Soro Russell (2014, p.137), pero en 

los primeros hay un desarrollo a través de contratos de aplicación, mientras 

que en los segundos se deja listo un clausulado que regirá en los negocios que 

se celebren con posterioridad entre las mismas partes, o entre una de ellas y 

terceros. Aunque la doctrina suele asimilar los dos conceptos, el tratadista 

mencionado señala agudamente que en los contratos marco hay un contenido 

inmediatamente vinculante para las partes, lo que se ha pasado por alto en las 

definiciones de contrato normativo (Soro Russell, 2014, p. 163). (Soro Rusell, 

2014, como se citó en Castro, 2019, p. 135) (El destacado es mío) 

Así pues, más allá de la discusión doctrinal que pudiera existir en torno a la 

determinación de la naturaleza jurídica de los contratos marco y contratos 

normativos, considero correcta la diferenciación de dichas figuras jurídicas 

realizada por Marcela Castro De Cifuentes (2019), quien las distingue, conforme 

se señala a continuación:  
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Por un lado, los acuerdos normativos, en sentido estricto, son aquellos mediante 

los cuales dos partes predisponen el contenido de futuros contratos que pueden, 

o no, celebrarse entre ellos o con terceros. De celebrarse los contratos de fondo, 

acogerán íntegramente o en forma parcial y de manera uniforme el reglamento 

adoptado de antemano. Aunque sus estipulaciones han sido preacordadas, los 

contratos de fondo que se celebren se entienden completos, eficaces y 

obligatorios por sí mismos si satisfacen los requisitos para su perfeccionamiento 

y validez.  

(…) 

En cuanto al contrato marco, este recoge un acuerdo general sobre una materia, 

un corpus de cláusulas usuales como objeto, obligaciones de las partes, forma y 

plazos de entrega y de pago, duración, causales de terminación anticipada, 

confidencialidad, etc. No regula intereses concretos y actuales, sino que pretende 

disciplinar futuras y eventuales relaciones jurídicas (Bernal, 2018, p. 2). Este 

acuerdo se activa cuando, en vigencia del mismo, se suscriben contratos de 

aplicación. En principio, las partes no están obligadas a celebrar con posterioridad 

los “acuerdos de ejecución” o de hacerlo en determinadas épocas o respecto de 

ciertos montos. Si lo hacen —porque surge la oportunidad propicia—, 

desarrollarán el negocio generalmente a través de órdenes de bienes, trabajos o 

servicios u otros mecanismos análogos que detallan específicamente lo que habrá 

de cumplirse y regirán para dicha ejecución las cláusulas generales del contrato 

marco. 

El contrato inicial y sus correspondientes contratos de aplicación se 

complementan mutuamente e integran en un acto plural, complejo pero unitario, 

por su función económica. (p. 134-135) 

Así pues, los contratos normativos corresponden a aquellos mediante los cuales 

dos partes predisponen el contenido o reglamentan futuros contratos que 

pueden, o no, celebrarse entre ellos o con terceros, por otro lado, los contratos 

marco son aquellos que no regulan intereses concretos y actuales, sino que 

pretenden disciplinar futuras y eventuales relaciones jurídicas, las cuales de 

celebrarse los eventuales contratos de aplicación se integrarán en un solo acto. 

Ahora bien, tal como se advierte de dichas definiciones, en la doctrina mayoritaria, 

ni los contratos marco ni los contratos normativos generan obligación para 

las partes de celebrar futuros contratos. Así pues, en doctrina se señala que: 
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Hueck explica que el contrato normativo no contiene ninguna obligación futura 

de celebrar ciertos contratos, sino que aquel solo tendrá vigencia en caso de 

que tales contratos individuales sean concluidos, de manera que se distingue 

el contrato normativo de los contratos individuales que pueden celebrarse 

subsecuentemente. Si esto ocurre, estos contratos posteriores habrán perdido 

independencia y deberán contener una parte sustancial del contenido del contrato 

normativo que antecede (Hueck, 1923, pp. 38-40). (Hueck, 1923, como se citó en 

Castro, 2019, p. 124) (El destacado es mío) 

 De otro lado, otros autores señalan que: 

Los contratos normativos se han entendido como pactum de modo contrahendi, 

es decir, que las partes no se obligan a celebrar un contrato futuro sino a 

contratar de cierto modo si deciden hacerlo (Rezzonico, 1987, p. 234). 

Además, como ya se mencionó, a diferencia de los contratos preparatorios, el 

contrato normativo subsiste y permanece apto para regir la conclusión de 

cualquier otro contrato futuro que caiga en el ámbito de su regulación (Farina, 

2005, p. 108). Ello difiere de la estructura de los contratos marco que requieren 

de un esquema general de obligaciones y de unos acuerdos específicos que 

desarrollan gradualmente el negocio. (Rezzónico, 1987 y Farina, 2005, como se 

citó en Castro, 2019, p. 142) (El destacado es mío) 

Ahora bien, avocándonos nuevamente al caso, cabe preguntarnos si nos 

encontramos ante un contrato normativo de compraventa, tal como resolvió el 

Árbitro Único en el laudo. 

Al respecto, conforme se ha señalado en el presente acápite, los contratos 

normativos son aquellos mediante los cuales se predispone un clausulado que 

deberá ser de aplicación para los eventuales contratos futuros que celebren las 

partes o terceros; mientras que los contratos marco serán aquellos que contengan 

cláusulas usuales del futuro contrato pero que deberán completarse para su 

realización a través de eventuales contratos futuros de aplicación. 
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Asimismo, de lo desarrollado en los anteriores acápites, se concluyó que la 

calificación del tipo contractual de los contratos calzan en el tipo contractual 

“suministro”, pues tienen vocación de abastecimiento de bienes en un periodo 

prolongado de tiempo, en tanto que YANACOCHA debía cumplir con proveer a 

DON CARLOS de residuos sólidos mensualmente, siendo el cumplimiento 

periódico en el tiempo esencial para la satisfacción de los intereses de ambas 

partes, no correspondiéndoles por ello la naturaleza jurídica de un contrato de 

compraventa. 

En ese sentido, teniendo en cuenta el contenido de los contratos CV 001-2004 y 

CV 003-2005 bajo análisis, así como el comportamiento de ambas partes 

desplegados durante la ejecución de los referidos contratos, advertimos que la 

voluntad de estos fue celebrar sendos contratos que, dentro de un marco de 

cooperación, les permita hacer viable su relación comercial en el tiempo, 

dotándolo, por un lado, de estabilidad (al significar una posibilidad de que las 

partes puedan celebrar cuando lo requieran futuros contratos para el suministro de 

bienes bajo ciertos parámetros preestablecidos) y, por otro lado, de flexibilidad 

(al permitir postergar la determinación de un elemento esencial del tipo 

contractual preconcebido (suministro) para un futuro momento, en el que si se 

llegase a celebrar los contratos de aplicación se podrá determinar en dicho 

momento con mayor certeza las necesidades e intereses de las partes). 

Así pues, en este caso los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 configuran los 

los contratos marco de suministro, ya que contienen todos los elementos 

mínimos correspondientes al tipo contractual “suministro”, salvo el objeto, pues 

se ha dejado la determinación de la cantidad del bien sobre el cual recaerán dichos 

contratos para un momento posterior, lo cual, efectivamente se fue dando durante 

el desarrollo de la relación comercial a través de las guías de remisión que 

YANACOCHA emitía a favor de DON CARLOS y que este aceptaba (sin estar 

obligado a ello previamente), en cada oportunidad que se transfería los residuos 

sólidos. 

Concluyo que ello es así, en tanto conforme se ha mencionado en los contratos 

bajo análisis ambas partes señalaron que la cantidad de residuos sólidos era 

referencial y no constituía obligación para ninguna de las partes.  
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Asimismo, se estableció en dicho contrato que YANACOCHA emitiría una guía 

de remisión previamente en la cual determinaría la cantidad de residuos sólidos 

en cada oportunidad y, asimismo, DON CARLOS debía acudir a las instalaciones 

de este para la determinación de los bienes que iban a ser objeto del suministro de 

residuos sólidos. 

Por otro lado, considero que, si bien mediante cada guía de remisión se efectuaba 

una transferencia independiente, mediante el acuerdo de ambas partes, no debe 

perderse de vista que el contrato marco es aquel que tiene por vocación integrarse 

en una relación funcional con los eventuales contratos futuros de aplicación, 

siendo la función económica única del “contrato marco de suministro” el 

abastecimiento de residuos sólidos y no únicamente una simple transferencia de 

propiedad, tan es así que, una vez celebrados los futuros contratos de aplicación a 

través de la emisión de las guías de remisión que DON CARLOS aceptaba, el 

contrato marco de suministro continuaba vigente, durante el periodo acordado por 

las partes para el abastecimiento de residuos sólidos, a la espera de la celebración 

de eventuales futuros contratos de aplicación. 

 

CONCLUSIÓN: Los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005, corresponden a la 

naturaleza de “Contratos marco de suministro”, los cuales no generaban 

verdaderas obligaciones para las partes de celebrar futuros contratos; sin embargo, 

una vez emitidas las guías de remisión, que DON CARLOS aceptaba en cada 

oportunidad, estos constituían los contratos de aplicación de dichos contratos 

marco, cuya función económica era el abastecimiento de residuos sólidos. 

 

1.2. ¿Se derivan obligaciones de servicios de los contratos CV 001-2004 y CV 003-

2005?  

 

Mi posición es que de los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 sí se derivan 

obligaciones de las partes referidas al servicio de retiro de los residuos sólidos de 

las instalaciones de YANACOCHA, el cual realizaba DON CARLOS para satisfacer 

el interés de YANACOCHA a fin de que pueda desarrollar sus actividades con 

normalidad. Sustento mi posición, en base a los siguientes argumentos: 



53 
 

Mediante los contratos las partes buscan satisfacer sus intereses y necesidades a través 

de la adquisición e intercambio de bienes y servicios, los cuales constituyen el objeto 

sobre el que recae el contrato y que se realizan a través de prestaciones de dar, hacer 

o no hacer. 

Ahora bien, en el presente caso, DON CARLOS sostiene que en los contratos CV 

001-2004 y CV 003-2005 se pactó la venta de bienes (obligaciones de dar) referidos 

a la entrega de residuos sólidos, y prestaciones de servicios (obligaciones de hacer) 

referidos al retiro de los bienes de las instalaciones de YANACOCHA; de lo cual 

concluye que la cláusula de no exclusividad estipulada en la cláusula décimo primera 

de dichos contratos se encontraría referida únicamente a estos últimos, esto es, a los 

servicios contratados. 

Así pues, cabe recordar que dicha cláusula dispone que: 

CLÁUSULA DÉCIMO PRIMERA: NO EXCLUSIVIDAD 

Queda expresamente estipulado entre las partes que el presente contrato no implica 

exclusividad a favor de EL COMPRADOR con respecto a los servicios que se 

contratan, pudiendo YANACOCHA contratar o subcontratar los servicios de otra 

empresa para que preste la labor a que se refiere este documento. 

Tal como se advierte, en dicha cláusula, ambas partes estipularon que no existe 

exclusividad a favor de EL COMPRADOR con respecto a los servicios, los cuales, 

como se ha mencionado, según DON CARLOS se encuentran referidos al retiro de 

residuos sólidos de las instalaciones de YANACOCHA. 

Al respecto, DON CARLOS sustenta dicha posición en las cláusulas quintas de ambos 

contratos, específicamente los numerales 5.4., 5.5., 5.6. y 5.7, así como en sus anexos, en 

los que se verificaría que no sólo se pactó la venta de bienes (obligación de dar), sino 

también se pactó la prestación de servicios (obligaciones de hacer: contratación de 

personal calificado para la evacuación de residuos sólidos (ítem 1 del anexo A), así como 

para la supervisión de las instalaciones, mantenimiento de drenes, registro de ingreso y 

salida de desechos, recepción en los almacenes, etc. (Ítem 2 del anexo A), entre otras 

obligaciones relacionadas netamente con la prestación de servicios estipuladas en los 

anexos 2, 3, y 4 de ambos contratos).  
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Por lo tanto, cabe preguntarse ¿el retiro de los bienes a cargo de DON CARLOS 

efectivamente configura una obligación, tal como lo sostiene dicha parte o simplemente 

se trata de una carga que debe cumplir el acreedor en virtud de ambos contratos? 

Para absolver dicho cuestionamiento, considero pertinente tener en cuenta la diferencia 

entre obligación y carga. Así pues, por un lado, respecto a las obligaciones Felipe 

Osterling y Mario Castillo Freyre, señalan que estas no se traducen en un simple deber, 

sino que este corresponde a una relación jurídica. Es así que los referidos autores señalan 

que: 

Por tanto, una obligación civil no es cualquier tipo de deber, ya que este deber 

corresponde a un vínculo o relación jurídica. Siguiendo con nuestro análisis, vemos que 

la obligación que contrae el deudor, que es la “deuda”, constituye el derecho de 

crédito que tiene el acreedor para exigir una prestación que puede ser de dar, de 

hacer o de no hacer, la que al ejecutarse queda pagada. (Osterling y Castillo, p. 660) (El 

destacado es mío) 

Por su parte, respecto a las relaciones obligatorias Rómulo Morales Hervias (2008) señala 

que es aquella relación que vincula un derecho de crédito y un deber, para lograr la 

satisfacción de intereses de las partes. Es así que, el referido autor señala lo siguiente: 

En una primera aproximación la relación jurídica puede ser definida como la relación 

jurídicamente regulada entre situaciones subjetivas (o entre sujetos titulares de situación 

subjetiva) entre ellas conectadas, de las cuales una está funcionalmente coordinada -en 

términos de necesariedad [necessarieta]- a la satisfacción de la otra. La particular 

relación que vincula el derecho de crédito y el deber o (si se quiere los sujetos que 

son titulares) lleva el nombre más específico de relación obligatoria. (p. 330) (El 

destacado es mío) 

De la misma manera, Paolo Zatti (2005) vincula a las obligaciones con las relaciones de 

crédito. Así pues, para dicho autor una relación de crédito se traduce en el derecho del 

acreedor de exigir la prestación debida, así como en el deber de colaboración del deudor 

para la satisfacción del interés del acreedor, tal como se señala a continuación: 
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El crédito es el derecho de exigir a otra persona (el deudor) una «prestación», como 

el pago de una suma de dinero, la entrega de una cosa, la ejecución de una obra, etc. Tal 

derecho no se puede describir en términos de «lícito», es decir de facultad. Lo que cuenta, 

es más bien la obligación [obbligo] del deudor, es decir su deber [dovere] de colaborar 

para la satisfacción del interés del acreedor; y desde el punto de vista del acreedor, es 

esencial el poder de exigir, es decir el hecho que su pretensión ponga en funcionamiento 

tales mecanismos para alcanzar la satisfacción de su interés. (Zatti, 2005, p. 11) (El 

destacado es mío) 

Por su parte, la carga se diferencia del deber jurídico obligación, debido a que la carga 

hace referencia a un comportamiento que el sujeto debe cumplir para obtener un cierto 

resultado o efecto favorable. Así pues, Rómulo Morales (2008) define a la carga de la 

siguiente manera:  

La carga es la necesidad de un comportamiento para realizar un interés propio. La carga 

es la situación de quien debe tener un determinado comportamiento si quiere tener la 

posibilidad de utilizar cualquier situación activa porque las normas subordinan tal 

posibilidad a la condición que él tenga aquel comportamiento.  

De ahí que se ha expresado que la carga es la lógica necesidad de que, para la 

producción de determinados efectos, se realice la correlativa hipótesis de hecho. (p. 

354-355) (El destacado es mío) 

En la misma línea, Paolo Zatti (2005) señala que la carga se limita a establecer que a 

través de un determinado comportamiento el sujeto que lo realice podrá obtener un cierto 

resultado, sin que se encuentre obligado a ello. Es así que el referido autor señala que:  

No siempre las normas jurídicas imponen un comportamiento (lo califican, como debido 

o prohibido). En algunos casos, la regla se limita a establecer que un cierto resultado 

puede ser obtenido sólo por quien realice (sin estar obligado) un determinado 

comportamiento: la situación del sujeto se llama, entonces, no deber jurídico [obbligo], 

sino carga. (Zatti, 2005, p. 8) (Es destacado es mío) 
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Por lo tanto, la diferencia entre obligación y carga radica, principalmente, en que en esta 

última el comportamiento que deberá realizar el sujeto para satisfacer su propio interés 

no es impuesta, como en el caso de la obligación, sino que podrá realizarlo si así lo quiere. 

Así pues, Rómulo Morales (2008) señala al respecto que: 

La carga indica la previsión normativa de una conducta impuesta a un sujeto solo si se 

quiere obtener un cierto resultado. La diferencia entre carga y obligación es evidente. La 

obligación es una situación (de desventaja) necesitada a la cual el titular no puede 

dejar de cumplir, la carga impone condiciones y modalidades a quien quiera realizar 

su propio interés. (p. 355) (El destacado es mío) 

En ese sentido, avocándonos nuevamente al caso, se advierte que en ambos contratos en 

la cláusula tercera se estipuló que DON CARLOS acudiría a las instalaciones de 

YANACOCHA donde se le indicaría los bienes disponibles para su adquisición y 

posterior retiro de sus instalaciones, sujetándose a la evacuación y adquisición de los 

bienes que YANACOCHA a “su libre criterio” considerara conveniente y que, 

asimismo, en las cláusulas quintas de ambos contratos, específicamente los numerales 

5.4., 5.5., 5.6. y 5.7, así como de sus anexos, YANACOCHA precisó las exigencias y 

requisitos que deben reunir el personal a contratar para el “servicio” de evacuación de 

residuos sólidos. 

Aunado a ello, es pertinente mencionar que en la cláusula segunda del contrato se señaló 

que YANACOCHA es una empresa dedicada a la explotación minera, y que producto de 

su actividad se generan residuos sólidos los cuales deben ser debidamente desechados, 

evacuados, almacenados o comercializados. Así pues, en la referida cláusula se menciona 

que: 

CLÁUSULA PRIMERA: ANTECEDENTES 

El COMPRADOR [SERVICIOS GENERALES DON CARLOS EIRL] es una persona 

Jurídica debidamente constituida que se dedica entre otras cosas a la Compra y Venta de 

Residuos Sólidos, la misma que manifiesta estar capacitada para transportar, almacenar, 

reciclar y comercializar los bienes materia del presente Contrato. 
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YANACOCHA es una empresa dedicada a la explotación minera, que dentro de su 

etapa de producción y producto de la necesaria actividad de transporte de personal, 

material, tierra y equipos adquiere gran cantidad de barras, brocas, cilindros, 

llantas y otros objetos (residuos sólidos) que, luego de un determinado uso, deben 

ser debidamente desechadas, evacuadas, almacenadas o comercializadas. 

YANACOCHA es propietaria de los BIENES. 

En ese sentido, considero que la actividad de retiro de bienes que debía realizar DON 

CARLOS corresponde a una obligación y que, por lo tanto, se encontraba obligado a 

cumplir con dicho servicio a fin de satisfacer el interés de YANACOCHA, pues de otro 

modo dicha empresa minera no podría continuar cumpliendo con normalidad sus 

actividades.  

 

CONCLUSIÓN: Si bien de la prestación del retiro de bienes se derivará también un 

beneficio para DON CARLOS de poder disfrutar de los bienes residuos sólidos, 

predomina en este caso el vínculo jurídico establecido por el interés y necesidad de 

YANACOCHA en el cumplimiento de la prestación referida al servicio de transporte de 

residuos sólidos. 

 

1.3. ¿Cómo se debe interpretar la cláusula de no exclusividad formulada por 

ambas partes en los contratos materia de controversia? 

 

Mi posición es que la cláusula de no exclusividad se encuentra referida a los servicios 

de retiro de residuos sólidos de las instalaciones de YANACOCHA. Asimismo, 

respecto de la prestación de dar bienes no se pactó cláusula de exclusividad, por lo 

que, no podría sostenerse que DON CARLOS tenía exclusividad alguna respecto de 

la transferencia de los residuos sólidos que YANACOCHA producía como resultado 

de sus actividades. Sustento mi posición, en base a los siguientes argumentos: 

De lo expresado en el apartado anterior concluimos que la cláusula de no exclusividad al 

referirse a “servicios” se encuentra referida al retiro de residuos sólidos, por lo que, 
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YANACOCHA podía celebrar contratos con terceros respecto a la evacuación y 

transporte de dichos bienes. 

Más aun, no podría ser de distinta manera desde que la redacción de la cláusula décimo 

primera de ambos contratos (cláusula de no exclusividad) hace referencia al deudor y 

acreedor dentro de una relación jurídica de servicio y no de entrega de bienes. Me explico, 

en dicha cláusula se menciona que:  

CLÁUSUSLA DÉCIMO PRIMERA: NO EXCLUSIVIDAD 

Queda expresamente estipulado entre las partes que el presente contrato no implica 

exclusividad a favor de EL COMPRADOR con respecto a los servicios que se 

contratan, pudiendo YANACOCHA contratar o subcontratar los servicios de otra 

empresa para que preste la labor a que se refiere este documento. 

Tal como se advierte, en ambos contratos se menciona que YANACOCHA podrá en 

virtud de dicha cláusula contratar o subcontratar los servicios de otra empresa para que 

preste la labor a que se refieren dichos contratos.  

Siendo ello así, debemos precisar que, conforme lo hemos determinado hasta este punto, 

ambos contratos contienen prestaciones de dar, así como prestaciones de hacer referidas 

al servicio de retiro de residuos sólidos de las instalaciones de YANACOCHA. Así pues, 

en las prestaciones de dar, YANACOCHA es el deudor y DON CARLOS el acreedor de 

la prestación de entrega de los residuos sólidos, mientras que, respecto a las prestaciones 

de hacer sucede a la inversa, ya que DON CARLOS es el deudor de la prestación de retiro 

de los residuos sólidos y YANACOHA el acreedor de dicha prestación. 

Por lo tanto, cuando la cláusula de no exclusividad hace referencia a que YANACOCHA 

podrá en virtud de dicha cláusula contratar o subcontratar los servicios de otra 

empresa para que preste la labor a que se refieren los contratos, no tendría sentido 

alguno interpretar que dicha cláusula hace referencia a las prestaciones de dar (entrega de 

los residuos sólidos), pues en estas YANACOCHA era el deudor de la prestación. En 

otras palabras, no tendría sentido señalar que, en virtud de la cláusula de no exclusividad, 

YANACOCHA podría contratar los servicios de otra empresa para que preste la labor de 

“adquirir los residuos sólidos”, tal como se advierte ello es un contrasentido, pues la 

redacción de dicha cláusula no corresponde a la naturaleza jurídica de una prestación de 



59 
 

dar que se configura en un contrato de suministro de bienes, sino a una de servicios en la 

que YANACOCHA es el acreedor. 

Ahora bien, cabe preguntarnos, de ser ello así ¿YANACOCHA sí se encontraba facultado 

a transferir los residuos sólidos a terceros? 

Pues bien, para absolver dicho cuestionamiento cabe recurrir a lo regulado en nuestro 

ordenamiento jurídico en materia de suministro de bienes. Así pues, tenemos que el 

artículo 1617 del Código Civil señala que: 

Artículo 1617º.- Si la cláusula de exclusividad se pacta en favor del beneficiario del 

suministro, el suministrante no puede, directa ni indirectamente, efectuar prestaciones de 

igual naturaleza que aquellas que son materia del contrato, en ningún otro lugar. 

Tal como se advierte, de las normas aplicables al tipo contractual “suministro” es posible 

pactar la exclusividad a favor del suministrado; sin embargo, en los contratos materia de 

análisis no se pactó nada respecto a ello, por lo que, no podría sostenerse que DON 

CARLOS tenía exclusividad alguna respecto de la transferencia de los residuos sólidos 

que YANACOCHA producía como resultado de sus actividades.  

 

CONCLUSIÓN: La estipulación de no exclusividad pactada en la cláusula décimo 

primera de los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 se encuentra referida al servicio 

de retiro de los residuos sólidos. Asimismo, respecto de la prestación de dar bienes no se 

pactó cláusula de exclusividad, por lo que, no podría sostenerse que DON CARLOS tenía 

exclusividad alguna respecto de la transferencia de los residuos sólidos que 

YANACOCHA producía como resultado de sus actividades.  

 

1.4. ¿YANACOCHA incurrió en responsabilidad? ¿Corresponde que DON 

CARLOS sea indemnizado? 

Mi posición es que, en el presente caso, YANACOCHA no incurrió en responsabilidad, 

pues no incumplió el contrato. En consecuencia, no corresponde que DON CARLOS sea 

indemnizado. 



60 
 

Conforme Lizardo Taboada (2003) sostiene los requisitos que se debe presentar para que 

se configure responsabilidad civil están comprendidos por: a) la antijuricidad, b) el daño 

causado, c) relación de causalidad y d) los factores de atribución (p. 95-100). 

Se entenderá como conducta antijurídica cuando la conducta vulnera el ordenamiento 

jurídico. Esta puede configurarse como el incumplimiento total de una obligación, el 

cumplimiento parcial, el cumplimiento defectuoso o el cumplimiento tardío o moroso. 

El daño causado es la lesión a todo derecho subjetivo, en el sentido de interés 

jurídicamente protegido del individuo en su vida de relación, que, en cuanto protegido 

por el ordenamiento jurídico, se convierte justamente en derecho subjetivo, esto es un 

derecho en el sentido formal y técnico de la expresión. Asimismo, Taboada sostiene que 

los daños pueden ser de dos categorías, patrimoniales y extrapatrimoniales. Los daños 

patrimoniales son de dos clases: el daño emergente y lucro cesante y, en lo concerniente 

al daño extrapatrimonial, el Código Civil se refiere al daño moral y al daño a la persona. 

En cuanto a la relación de causalidad, si no existe una relación jurídica de causa -efecto 

entre la conducta típica o atípica y el daño producido a la víctima, no habrá 

responsabilidad de ninguna clase.  

Por último, Taboada sostiene brevemente como requisito final los factores de 

atribución, los que serán considerados como determinantes de la responsabilidad civil. 

En materia de responsabilidad contractual, el factor de atribución es la culpa leve, 

inexcusable y el dolo. Estos se encuentran regulados en los artículos 1318, 1319 y 1320 

de Código Civil, respectivamente. 

Ahora bien, respecto a la responsabilidad civil considero pertinente revisar la regulación 

desarrollada en el Código Civil. Así tenemos que, el artículo 1321 de dicho cuerpo 

normativo menciona que: 

Art. 1321º.- Queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus 

obligaciones por dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución 

de la obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el 

daño emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa 

de tal inejecución. Si la inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la 
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obligación, obedecieran a culpa leve, el resarcimiento se limita al daño que podía preverse 

al tiempo en que ella fue contraída. 

Tal como se advierte, de dicho artículo, queda sujeto a indemnización quien incumple el 

contrato por dolo, culpa inexcusable o culpa leve. Respecto a dichos factores de 

atribución, el Código Civil señala lo siguiente: 

Artículo 1318º.- Procede con dolo quien deliberadamente no ejecuta la obligación.  

Artículo 1319º.- Incurre en culpa inexcusable quien por negligencia grave no ejecuta la 

obligación.  

Artículo 1320º.- Actúa con culpa leve quien omite aquella diligencia ordinaria exigida 

por la naturaleza de la obligación y que corresponda a las circunstancias de las personas, 

del tiempo y del lugar.  

Ahora bien, en el presente caso, la pretensión de DON CARLOS referida a la 

indemnización –resarcimiento8- por daños y perjuicios, se sustenta en el supuesto 

incumplimiento por parte de YANACOCHA de los contratos CV 001-2004 y CV 003-

2005 al no haber cumplido dolosamente con asegurar la cantidad de residuos sólidos 

pactada; sin embargo, tal como lo hemos desarrollado en el presente caso dichos contratos 

son “contratos marco de suministro”, los que no generaban la obligación para ninguna de 

las partes de suscribir los futuros contratos de aplicación y, en consecuencia, no 

aseguraban una cantidad determinada de residuos sólidos, por lo que no se ha verificado 

tal incumplimiento (conducta antijurídica) por parte de YANACOCHA. 

 

CONCLUSIÓN: YANACOCHA no incurrió en responsabilidad pues no se verifica la 

conducta antijurídica, que constituye uno de los elementos necesarios para poder 

                                                             
8 Véase sobre la diferencia entre indemnización y resarcimiento, Fernández Cruz (2019, p. 165-166). A 
pesar de que, como lo ha mencionado Gastón Fernández, el Código Civil no es muy riguroso al diferenciar 
ambos conceptos (indemnización y resarcimiento), debe entenderse que lo solicitado por DON CARLOS 
en su demanda se encuentra referido al resarcimiento de daños, el cual hace referencia a un daño 
patrimonial, pues a diferencia de este, en palabras de dicho autor la indemnización “se vincula a las 
hipótesis concretas en las cuales se procede al pago de una suma de dinero  frente a una pérdida sufrida, 
pero con criterios distintos a los reservados para el resarcimiento”, como sucedería, por ejemplo, en el 
caso del pago de un justiprecio en un supuesto de expropiación. 
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determinar responsabilidad civil por parte de este, en tanto en el presente caso los 

contratos CV 001-2004 y 003-2005 son “contratos marco de suministro”, los que no 

generaban la obligación para ninguna de las partes de suscribir los futuros contratos de 

aplicación. Por lo tanto, no corresponde que YANACOCHA indemnice a DON 

CARLOS. 

 

2. Evaluación de la controversia en la vía Arbitral: 

 

2.1.¿El Árbitro Único procedió correctamente al resolver en base a argumentos que 

no fueron aportados por las partes en el proceso? 

Mi posición es que el Árbitro Único procedió correctamente, en tanto aplicó el 

principio de Iura Novit Curia (o Iura Novit Arbiter) en el arbitraje; sin embargo, 

considero que debió procurar a las partes la oportunidad del contradictorio respecto 

al derecho que aplicó en el Laudo. La presente posición se sustenta en los siguientes 

argumentos: 

2.1.1. ¿Cuál es la naturaleza del Arbitraje? 

 

El arbitraje es un mecanismo de solución de controversias heterocompositivo, alternativo 

y especializado, al cual se someten las partes como resultado de un acuerdo de voluntades, 

a través del cual renuncian al mecanismo natural de solución de controversias que provee 

el Estado y se someten a la decisión vinculante y final emitida por los árbitros en el laudo, 

el cual tendrá calidad de cosa juzgada. 

 

Sobre la naturaleza del arbitraje, existen cuatro teorías en doctrina, las cuales son: i) 

Teoría contractual, ii) Teoría jurisdiccional, iii) Teoría mixta o híbrida, y iv) Teoría 

autónoma. En ese sentido, haremos un breve repaso por cada una de dichas teorías 

siguiendo a Fernando Cantuarias Salaverry y José Luis Repetto, a fin de poder señalar 

cuál es la teoría adoptada en nuestro ordenamiento jurídico. 

 

Pues bien, los referidos autores señalan que, conforme a la teoría contractual, el arbitraje 

nace y se desarrolla a partir del contrato y produce efectos por la sola voluntad de las 

partes, sin necesidad del reconocimiento del Estado. Es decir, se privilegia la autonomía 

de la voluntad y se excluye cualquier influencia o control del Estado (Cantuarias y 
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Repetto, 2014, p. 2-3). Así pues, en nuestro ordenamiento jurídico, la teoría contractual 

del arbitraje tendría sustento en los artículos 62 y 63 de la Constitución, los cuales señalan 

que: 

 
Artículo 62.- 

(…)  

Los conflictos derivados de la relación contractual solo se solucionan en la vía 

arbitral o en la judicial, según los mecanismos de protección previstos en el contrato o 

contemplados en la ley.  

 

Artículo 63.- 

 (…)  

El Estado y las demás personas de derecho público pueden someter las controversias 

derivadas de relación contractual a tribunales constituidos en virtud de tratados en 

vigor. Pueden también someterlas a arbitraje nacional o internacional, en la forma 

en que lo disponga la ley. 

 

Sin embargo, tal como lo mencionan Fernando Cantuarias y José Luis Repetto (2014), 

esta teoría es criticada, en tanto parece olvidar que el laudo -que es producto del proceso 

y lo que realmente interesa a las parte- constituye cosa juzgada y produce efectos 

jurídicos, los cuales requieren del reconocimiento del Estado, de lo contrario, estaríamos 

ante un simple contrato con efectos únicamente para las partes. 

 

De otro lado, siguiendo a los mismos autores, conforme a la teoría jurisdiccional, el 

arbitraje es la manifestación de una función jurisdiccional delegada por el Estado 

soberano y plenipotenciario a las partes para que resuelvan sus controversias, por lo que, 

produce efectos por voluntad de este y su ius imperium (Constitución y ley). Es así que, 

conforme a esta teoría, el arbitraje es jurisdicción, porque así lo establece el Estado, 

siendo la figura del árbitro equiparada a la de un juez (Cantuarias y Repetto, 2014, p. 4-

5). 
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Al respecto, el arbitraje como función jurisdiccional ha sido igualmente reconocido en 

nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 139, inciso 1 de la Constitución de 1993, el 

cual señala lo siguiente9:  

 
Artículo 139.- 

Son principios y derechos de la función jurisdiccional:  

1. La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No existe ni puede 

establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y 

arbitral 

(…). (el subrayado es agregado).  

 

Sin embargo, esta teoría tampoco ha sido exenta de críticas, pues los referidos autores 

señalan, entre otros, que esta no reconoce que el arbitraje nace de la autonomía de la 

voluntad de las partes, lo que resulta importante al determinar la aplicación de las reglas 

de su funcionamiento, como por ejemplo la libertad de regulación del procedimiento 

inherente al arbitraje. Asimismo, bajo esta teoría existiría un peligro constante de que 

baste una norma emitida por el Estado para que el arbitraje desaparezca o se vacíe de 

contenido al mismo, así como existe un peligro de que se equipare la figura del juez a la 

del árbitro, exigiendo, por ejemplo, los mismos requisitos para su designación. 

 

Por otro lado, se encuentra la teoría autónoma, considerada como un “desarrollo de la 

teoría mixta”, la cual señala que el arbitraje debe entenderse como una figura jurídica 

“deslocalizada o anacionalizada”, esto es un “régimen independiente, libre y 

emancipado de cualquier ordenamiento jurídico” (Cantuarias y Repetto, 2014, p. 7-8). 

Sin embargo, tal como lo mencionan Fernando Cantuarias y José Luis Repetto la principal 

crítica a esta teoría es que cabría preguntarse ¿cómo se ejecuta entonces el laudo? 

 

Finalmente, encontramos la teoría mixta o híbrida, la cual combina la teoría contractual 

y la teoría jurisdiccional. Al respecto, según los referidos autores esta teoría reconoce que 

                                                             
9 Originalmente la función jurisdiccional del Arbitraje se reconoció por primera vez en la Constitución 
Política del Perú de 1979, en los siguientes términos: 
Artículo 233. Son garantías de la administración de justicia: 

1.- La unidad y la exclusividad de la función jurisdiccional. 
No existe ni puede establecer jurisdicción alguna independiente, con excepción de la arbitral y la 
militar. 
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el origen voluntario del arbitraje es esencial, así como también lo será el reconocimiento 

del Estado. En ese sentido, bajo esta teoría el arbitraje es un contrato con efectos 

jurisdiccionales (cosa juzgada) (Cantuarias y Repetto, 2014, p. 5-6). 

 

Ahora bien, ambas teorías antes mencionadas -tanto la teoría contractual y jurisdiccional- 

tendrían sustento en nuestro ordenamiento jurídico. Asimismo, en la misma línea de 

Cantuarias Salaverry y José Luis Repetto, considero que la naturaleza del arbitraje se 

define en base a una combinación de ambas teorías, pues cada una aislada no comprende 

la verdadera esencia del arbitraje, el cual nace de un acuerdo de voluntades, pero que 

para su eficacia jurídica en el ordenamiento necesita del reconocimiento del Estado.  

En efecto, para los referidos autores la naturaleza del arbitraje corresponde a una 

“compatibilización” de las teorías antes descritas, pues, por un lado, reconoce la 

autonomía de la voluntad de las partes como esencial, mientras que, por el otro, considera 

que se debe tomar en cuenta que, sin reconocimiento del Estado el arbitraje carecería de 

efectos y, por lo tanto, sería de poca utilidad. Así pues, los referidos autores señalan que: 

Nosotros consideramos que esta postura [teoría mixta] es la más acertada. En efecto, 

imaginemos por un momento, que no existe ley de arbitraje. Pues bien, en ese escenario, 

difícilmente el acuerdo de voluntades de las partes podría impedir la competencia 

exclusiva del Poder Judicial. En otras palabras, es el marco legal el que sin duda 

alguna, al reconocer de manera expresa la autonomía de la voluntad de las partes 

plasmada en un convenio arbitral, limita la intervención judicial. Y lo hace además 

con el reconocimiento legal de los principios kompetenz.kompetez y separabilidad del 

convenio arbitral y con una adecuada regulación de la excepción de convenio arbitral, sin 

los cuales el arbitraje simplemente no podría funcionar o lo haría de manera menos 

eficiente. 

Es más, una decisión de los árbitros (denominado laudo) que no tuviera la calidad de cosa 

juzgada, simplemente no tendría mayor eficacia, y ese reconocimiento requiere de un 

apoyo netamente normativo. 
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Pero, al mismo tiempo, es inadmisible que no se reconozca la importancia significativa 

que tiene la autonomía de voluntad de las partes en la configuración del arbitraje y en el 

establecimiento de sus reglas que regularán las actuaciones arbitrales. 

Por tanto, es correcto cuando esta teoría postula, con absoluta razón, que el arbitraje 

es un acuerdo de voluntades (un contrato) que tiene efectos jurisdiccionales. 

(Cantuarias y Repetto, 2014, p. 6-7) (El destacado es mío) 

Sin embargo, cabe señalar que el Tribunal Constitucional ha señalado en un precedente 

vinculante (“Caso Cantuarias”) que la naturaleza del arbitraje responde a la teoría 

jurisdiccional. Así pues, en la sentencia recaída en el EXP. Nro. 6167-2005-PHC/TC, el 

Tribunal Constitucional señaló que:  

 
Es justamente, la naturaleza propia de la jurisdicción arbitral y las características que la 

definen, las cuales permiten concluir a este Colegiado que no se trata del ejercicio de 

un poder sujeto exclusivamente al derecho privado, sino que forma parte esencial 

del orden público constitucional. La facultad de los árbitros para resolver un conflicto 

de intereses no se fundamenta en la autonomía de la voluntad de las partes del 

conflicto, prevista en el artículo 2 inciso 24 literal a de la Constitución, sino que tiene 

su origen y, en consecuencia, su límite, en el artículo 139 de la propia Constitución. 

(El destacado es mío) 

 

Asimismo, en dicha sentencia se señala que la existencia de una “jurisdicción arbitral” se 

configura cuando existe un conflicto entre las partes, sobre el cual existe un interés social 

en su composición, por medio de la intervención del Estado a través de un tercero 

imparcial y de la aplicación de la ley. Es así que, los árbitros están sujetos -al igual que 

los jueces- a los preceptos constitucionales y a los principios y derechos de la función 

jurisdiccional que, en todos los casos, es única. Por lo que, el arbitraje sería un tipo de 

jurisdicción especial, compuesta por dos dimensiones, dimensión subjetiva (derivado del 

acuerdo de las partes y sujeto a ello) y objetiva (respeto a la supremacía normativa). Así 

pues, en la referida sentencia se menciona que: 
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De allí que el proceso arbitral tiene una doble dimensión pues, aunque es 

fundamentalmente subjetivo ya que su fin es proteger los intereses de las partes, también 

tiene una dimensión objetiva, definida por el respeto a la supremacía normativa de la 

Constitución, dispuesta por el artículo 51° de la Carta Magna; ambas dimensiones, 

(subjetiva y objetiva) son interdependientes y es necesario modularlas en la norma legal 

y/o jurisprudencia. Tensión en la cual el árbitro o tribunal arbitral aparece en 

primera instancia como un componedor jurisdiccional, sujeto, en consecuencia, a la 

jurisprudencia constitucional de este Colegiado. Así, la jurisdicción arbitral, que se 

configura con la instalación de un Tribunal Arbitral en virtud de la expresión de la 

voluntad de los contratantes expresada en el convenio arbitral, no se agota con las 

cláusulas contractuales ni con lo establecido por la Ley General de Arbitraje, sino 

que se convierte en sede jurisdiccional constitucionalmente consagrada, con plenos 

derechos de autonomía y obligada a respetar los derechos fundamentales. Todo ello 

hace necesario que este Tribunal efectúe una lectura iuspublicista de esta jurisdicción, 

para comprender su carácter privado; ya que, de lo contrario, se podrían desdibujar sus 

contornos constitucionales. (El destacado es mío) 

 

Sin embargo, en este extremo Cantuarias Salaverry y José Luis Repetto discrepan 

rotundamente con lo resuelto por el Tribunal Constitucional, pues consideran que, al 

haber optado por reconocer únicamente la naturaleza jurisdiccional del arbitraje, podría 

estar desnaturalizando al mismo, ya que, por ejemplo, abre las puertas a la posibilidad de 

que pudieran formularse recursos de amparo o de anulación del laudo 

indiscriminadamente, situación que habría intentado evitar posteriormente el propio 

Tribunal Constitucional con la sentencia emitida en el Exp. N° 00142-2011-PA/TC 

(“Caso María Julia”). Así pues, los referidos autores señalan: 

 

En nuestra opinión el Tribunal Constitucional simplemente se ha enredado en su propia 

telaraña para tratar de solucionar un problema (el amparo contra un laudo) que él mismo 

creó al abrazar sin mayor análisis y reflexión la teoría jurisdiccional. Esto se pudo evitar 

afirmando correctamente que el arbitraje es un contrato con efectos jurisdiccionales y 
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que, por lo tanto, la única vía para atacar la validez de un laudo es el recurso de 

anulación previsto por las partes al momento en el que, en ejercicio de su autonomía 

de la voluntad, decidieron pactar el arbitraje. (Cantuarias y Repetto, 2014, p. 10) (El 

destacado es mío) 

 

Cabe señalar que, considero de vital importancia la introducción realizada hasta este 

punto, referida a la naturaleza del arbitraje, pues acogemos las observaciones realizadas 

por Fernando Cantuarias y José Luis Repetto, en el sentido de que en el Perú se ha puesto 

en peligro en numerosas situaciones al arbitraje y, en consecuencia, las ventajas que 

aporta tanto a las partes para la solución de sus controversias, como a toda la sociedad en 

general, pues las inversiones que se hagan en nuestro país, tanto nacionales como 

extranjeras, dependen también de cuán atractivo resulte arbitrar en nuestro país. 

 

Considero, al igual que los referidos autores, que el problema desde sus orígenes ha 

pasado por un mal entendimiento de la naturaleza del arbitraje por parte del legislador y 

el poder judicial e incluso por parte de los usuarios e intervinientes en el arbitraje, ya que 

las partes, centros de arbitraje e inclusive los propios árbitros han demostrado una 

tendencia de judicializar el proceso arbitral cuando en realidad este se distingue de aquel 

por ser más flexible, especializado, ágil, menos formalista y que responde sobre todo en 

su origen a la voluntad de las partes de excluirse de la jurisdicción judicial. 

 

Así pues, basta mencionar que son las partes las que deciden optar por el arbitraje, a fin 

de poder establecer sus propias reglas con las que se administrará el proceso, podrán 

designar a los árbitros que resolverán la controversia según la especialidad a la que se 

abocará a resolver, etc. ¿Qué sentido tendría en todo caso para las partes pactar un 

convenio arbitral para excluirse del arbitraje y asumir el costo que implique dicho proceso 

si finalmente tendrá las mismas características que un proceso judicial? No se debe 

olvidar que el arbitraje si bien es jurisdicción, tiene su origen en la autonomía de la 

voluntad de las partes y no se debe pasar por alto ello, más aun cobra mayor sentido si se 

tiene en cuenta que en arbitraje solo se puede ventilar controversias relativas a derechos 

disponibles de las partes. 

 

En efecto, el principal requisito para que una materia sea arbitrable es que ésta sea 
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disponible. Así pues, de acuerdo con Jorge Suescún Melo (2005), “un derecho es 

disponible cuando sobre él ejerce total dominio su titular, de tal modo que puede hacer 

todo lo que desee en relación con él” y, bajo esa línea, “Si una persona puede disponer de 

un derecho (inclusive renunciándolo), es natural que pueda también conferir a un tercero, 

aunque no sea un Juez de Estado, la potestad de determinar la suerte de ese derecho. De 

lo cual se deriva que los derechos que pueden someterse a juicio de los árbitros son 

aquellos disponibles” (p. 256). 

 

Por su parte, Fernando Cantuarias (2015), señala que: 

 
Los árbitros no son jueces, como afirmamos en otra oportunidad, el arbitraje es 

esencialmente un hijo del consentimiento, de la libertad, que tiene efectos 

jurisdiccionales. La teoría mixta del arbitraje es la más aceptada en el mundo entero y la 

que tiene mayor relevancia entre los más destacados comentaristas especializados en el 

arbitraje.  

A pesar de ello, nuestro Tribunal Constitucional a partir de una lectura literal y nada 

reflexiva de nuestra Constitución y desconociendo abiertamente la autonomía de voluntad 

privada (en otras palabras, la libertad) y el rol trascendental que juega en el arbitraje, 

simplemente ha señalado que el arbitraje es una jurisdicción, aceptando la teoría 

jurisdiccionalista del arbitraje. Nadie niega que el arbitraje tenga efectos jurisdiccionales 

(por ejemplo, el laudo tiene calidad de cosa juzgada), pero es necesario poner en su real 

dimensión e importancia gravitante y esencial a la autonomía de la voluntad de las partes, 

que se configura al momento de pactar el arbitraje para la solución de las controversias. 

Como explicamos anteriormente, uno de los fallidos resultados de considerar al 

arbitraje como una jurisdicción, es asemejar (nuevamente sin reflexión alguna) 

conceptos judiciales al arbitraje. (p. 41) 

 

 

CONCLUSIÓN: Pese a lo mencionado respecto al desarrollo en la jurisprudencia 

peruana sobre la naturaleza del arbitraje, es innegable la naturaleza mixta del arbitraje, 

el cual, a diferencia del proceso judicial, es un mecanismo de solución de controversias 

flexible, ágil y especializado, en donde los árbitros, quienes resuelven las controversias, 

son designados por las propias partes, por lo que finalmente serán estas quienes por 

voluntad propia asumirán el riesgo de dicho encargo. 
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2.1.2. ¿Qué es el principio de Iura Novit Curia? 

 

El iura novit curia es un principio cuyo significado es “El tribunal conoce el derecho”, 

del cual se deriva el deber del juez de aplicar el derecho cuando este no ha sido invocado 

por las partes o ha sido mal invocado por estas.  

 

Dicho aforismo al ser un principio resulta aplicable sin la necesidad de ser positivizado; 

sin embargo, cabe mencionar que este ha sido regulado en nuestro ordenamiento jurídico 

en el artículo VII del Título Preliminar del Código Civil y el artículo VII del Título 

Preliminar del Código Procesal Civil, tal como se muestra a continuación: 

 
Título Preliminar del Código Civil 

Artículo VII.- Los jueces tienen la obligación de aplicar la norma jurídica pertinente, 

aunque no haya sido invocada en la demanda. 

 

Título Preliminar del Código Procesal Civil  

Artículo VII.- El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya 

sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, no puede ir más 

allá del petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados 

por las partes. 

 

Asimismo, respecto a dicho aforismo Monroy (2020) señala que, si bien este ha sido 

incorporado en el Código Civil, su naturaleza es evidentemente procesal y cobra especial 

relevancia en la etapa de decisión o sentencia cuando las partes no calificaron el conflicto 

de intereses o la incertidumbre jurídica o, a su criterio, lo hicieron erróneamente. Es así 

que el referido autor señala que: 
 

Como puede verse, el Código Civil incorpora una norma de carácter eminentemente 

procesal, que es concordante con el artículo VII del Código Procesal Civil. En términos 

generales, el aforismo contiene una actividad que corresponde al juez durante la 

sustanciación de un proceso, generalmente, en la etapa de decisión o sentencia, que 

consiste en calificar jurídicamente el conflicto de intereses o la incertidumbre 
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jurídica que constituye la pretensión discutida en el proceso. Esta función de 

calificar le sobreviene al juez como consecuencia de cualquiera de estas situaciones: 

porque las partes no lo hicieron o porque, en opinión del juez, lo hicieron 

erróneamente. (Monroy, 2020, p. 45) (El destacado es mío) 

 

Además, el referido autor señala que el iura novit curia es un poder del juez, pero, a la 

vez, es también un deber, debido a que al haberle delegado el Estado la facultad de 

administrar justica, todo sujeto de derecho podrá exigir a dicho Estado que le otorgue 

tutela jurisdiccional, mas aun si tenemos en cuenta que nos encontrarnos bajo un sistema 

procesal inquisitivo, en el que el juez debe privilegiar resolver el caso en justicia, más allá 

de la opinión de los particulares. Es así que, el referido autor señala que: 

 
Dentro de un sistema procesal inquisitivo como el nuestro, en el que el predominio de la 

decisión de los particulares es sustituido por la dirección y autoridad del juez, tiene una 

importancia determinante el aforismo materia de estudio. Cuando esta enmienda el error 

en la calificación jurídica cometida por la(s) parte(s), está prescindiendo de la opinión de 

los particulares y privilegiando el objetivo final del proceso, vale decir, la paz social en 

justicia.  

En ese sentido, el iura novit curia constituye un deber del juez. El aforismo se sustenta 

en una presunción que tiene la calidad de iuris et de iure, es decir, que no admite prueba 

en contrario. También se sustenta en un presupuesto de hecho. La presunción es que el 

juez conoce el derecho. El presupuesto de hecho es que las partes no están obligadas a 

una calificación jurídica correcta de sus pretensiones. Por tanto, si se presume que el juez 

conoce el derecho, atendiendo al objetivo final del proceso, se concluye que tiene el deber 

de aplicar al proceso el derecho que corresponda.  

Creemos, pues, que resulta equivocada la referencia del artículo VII del Título 

Preliminar del Código Civil, cuando señala que es una “obligación” del juez aplicar 

la norma jurídica pertinente, ya que si bien existe cierta identidad entre los conceptos de 

deber jurídico y obligación, el carácter extrapatrimonial del primero y la ubicación 

excepcional del órgano jurisdiccional (juez) respecto de un conflicto de intereses o de una 
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incertidumbre jurídica, determinan que el concepto obligación no sea el más indicado 

para designar normativamente una conducta necesaria del juez. Por lo expuesto, nos 

parece que en lugar del concepto obligación, se adecúa a la naturaleza del aforismo 

el concepto deber. (Monroy, 2020, p. 45-46) (El destacado es mío) 

 

Asimismo, en doctrina se señala que el ejercicio del Iura Novit Curia por parte del juez 

se encuentra limitado, pues este deberá respetar la pretensión procesal sometida al 

proceso. En ese sentido, Monroy (2020) señala que: 

 
Ahora bien, la aplicación del aforismo jamás puede modificar el objeto de la pretensión 

especificada por el titular del derecho. Dicho de otra manera: lo que las partes piden no 

puede ser modificado por el juez en aplicación del aforismo iura novit curia. Vale aclarar 

que la pretensión procesal es la manifestación de voluntad a través de la cual una persona 

reclama un derecho contra otra ante el órgano jurisdiccional. La pretensión procesal como 

declaración de voluntad contiene una petición al juez; esta petición consiste en un efecto 

jurídico específico, este efecto es el objeto de la pretensión a la que nos hemos referido 

antes”. (p. 47) 

De otro lado, los hechos aportados por las partes al debate procesal también constituyen 

un límite a la aplicación del Iura Novit Curia, es así que, en doctrina se señala que: 

 
Del otro lado, Ortells Ramos refiere que: “El actor puede proponer en la demanda una 

calificación jurídica (...), la calificación jurídica es materia de debate en el proceso (...), 

pero el juzgador no está vinculado a resolver según las tesis jurídicas sostenidas por las 

partes, sino que, respetando los hechos y la petición que identifican el objeto del 

proceso, puede realizar la calificación jurídica que estime más correcta y lo mismo 

puede hacer con aquellos hechos no identificadores del objeto del proceso (...)”. Para 

mejor comprensión a manera de ejemplo podríamos decir que el fundamento jurídico 

puede estar sustentado en un caso de responsabilidad civil; y la norma aplicable será la 

que corresponda a la responsabilidad objetiva o subjetiva. (Ormazábal, 2007, como se 

citó en Simons, 2020, p. 51) (El destacado es mío) 
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En el mismo sentido, se ha redactado en el artículo VII del Título Preliminar del Código 

Procesal Civil, el cual dispone que el juez “no puede ir más allá del petitorio ni fundar 

su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados por las partes”. 

 

Finalmente, considero resaltar que en doctrina se ha mencionado que incluso la aplicación 

del Iura Novit Curia sea válida, este puede derivar en consecuencias injustas, por lo que 

se debe procurar su aplicación en armonía con el derecho de defensa de las partes, 

especialmente referido a la oportunidad de ser oídos y poder ejercer el derecho al 

contradictorio en un proceso. 

 

En ese sentido, en doctrina al referirse al contradictorio se señala lo siguiente: 

 
Peyrano indica que “(...) el juzgador debe ser prudente y particularmente respetuoso de la 

congruencia, porque de no ser así fácilmente puede crear un verdadero estado de 

indefensión para las partes que han armado su estrategia sobre la base de normas que, a 

la postre, resultan inaplicables en virtud de la incidencia de aquel”. A ello agrega el 

maestro argentino: “Aun en la hipótesis de que resulte legítima la utilización del 

principio iura novit curia, ello no impide que su uso válido acarree, en ciertos casos, 

consecuencias injustas. Por ello nos parece sumamente interesante y digna de ser tenida 

en cuenta, la opinión de un grupo de procesalistas españoles (...), conscientes del 

problema (...) se inclinan por una limitación en la aplicación de la regla iura novit curia 

en el sentido de oír previamente a las partes cuando el tribunal pretende formar su 

decisión en argumentos jurídicos no aducidos por las partes que entrañen una 

modificación dada a los hechos en el debate. 

 

Es por ello, que la doctrina procesal invoca a una armonización del iura novit 

curia con el derecho a la defensa. “Porque la aplicación de normas jurídicas diferentes 

de las alegadas por el actor merece, tanto como los hechos, ser objeto de debate 

contradictorio, con el fin de que las partes (...), puedan realizar las objeciones que 

estime oportunas respecto de la aplicabilidad de la norma jurídica que el juzgador 



74 
 

reputa acertada o de aplicación al caso. O, incluso, cabe que la aplicación de la nueva 

norma implique alterar el reparto inicial de la carga de la prueba, lo que a su vez 

haya de conducir a ofrecer al demandado la oportunidad de aportar pruebas de las 

que antes no tenía necesidad de valerse”. (Peyrano, 1978, como se citó en Simons 2020, 

p. 52) (El destacado es mío) 

Asimismo, el referido autor refiere que la necesidad de armonizar ambos elementos, esto 

es, el Iura Novit Curia y, de otro lado, el derecho al contradictorio, ha sido advertido en 

nuestro país por Marcial Rubio. Es así que, en doctrina se señala que: 

 
En sede nacional, ha sido Marcial Rubio, quien también advirtió el riesgo de generar 

indefensión, cuando se aplica una norma no citada en un estado del proceso en el 

que la parte perjudicada no pueda ejercer su derecho a la defensa frente a ella. Sea 

porque no la tomó en consideración al plantear su defensa, o bien porque se le exigiría 

probanza adicional que ya no podría ejercer. (Rubio, 1998, como se citó en Simons, 2020, 

p. 53) (El destacado es mío)  

 

 

CONCLUSIÓN: El principio Iura Novit Curia implica un deber del juez de aplicar 

derecho cuando las partes no lo invocaron o habiéndolo hecho no lo invocaron 

correctamente. Sin embargo, el juez no debe extralimitarse en su aplicación, ya que debe 

respetar el petitorio sometido a su conocimiento, así como los hechos aportados por 

ambas partes en el proceso. Asimismo, considero que para la aplicación de este principio 

debe garantizarse dentro de lo posible el contradictorio sobre la aplicación del derecho 

que el juez considere que es aplicable para la solución de la controversia, de lo contrario 

podría vulnerarse el derecho de defensa de las partes.  
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2.1.3. ¿Es posible aplicar el Iura Novit Curia en el arbitraje? 

 

Considero importante señalar en este punto que la anterior norma vigente, Ley General 

de Arbitraje, la cual es aplicable al análisis del presente caso, no obedecía completamente 

a la naturaleza del arbitraje, pues tendía a judicializar las actuaciones arbitrales al someter 

ciertos supuestos a la decisión final del Poder Judicial, tales como, la designación de los 

árbitros, recusación de árbitros e incluso el recurso de apelación del laudo.  

Ello afectaba los intereses de las partes, quienes acudían justamente al arbitraje a fin de 

no someterse a un proceso judicial. Es así que, a través de la nueva Ley de Arbitraje, 

Decreto Legislativo Nro. 1017 el legislador procuró reafirmar la autonomía del arbitraje, 

limitando la interferencia del Juez en las actuaciones arbitrales, así como deslindando del 

proceso arbitral prácticas judiciales y la aplicación del Código Procesal Civil al arbitraje.  

 

En efecto, antes de la emisión de la vigente Ley de Arbitraje, se creía que el Código 

Procesal Civil resultaba aplicable al arbitraje, en virtud a lo dispuesto en la Primera 

Disposición Complementaria del Código Procesal Civil, la cual señala lo siguiente:  

 
PRIMERA.-  

Las disposiciones de este Código se aplican supletoriamente a los demás 

ordenamientos procesales, siempre que sean compatibles con su naturaleza. 

 

Sin embargo, con la emisión de la actual Ley de Arbitraje contenida en el Decreto 

Legislativo Nro. 1017 se zanjó dicha interpretación, al disponer en la Décima Disposición 

Complementaria que las normas contenidas en la Ley de Arbitraje prevalecen sobre las 

normas del Código Procesal Civil, tal como se muestra a continuación: 

 

DÉCIMA.-  

Las disposiciones procesales de esta norma respecto de cualquier actuación judicial 

prevalecen sobre las normas del Código Procesal Civil. 

 

Asimismo, dicho dispositivo debe ser leído en concordancia con el artículo 34, numeral 

3 de la nueva Ley de Arbitraje, el cual dispone que: 
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Artículo 34.-  

(…) 

3. Si no existe disposición aplicable en las reglas aprobadas por las partes o por el tribunal 

arbitral, se podrá aplicar de manera supletoria, las normas de este Decreto Legislativo. Si 

no existe norma aplicable en este Decreto Legislativo, el tribunal arbitral podrá 

recurrir, según su criterio, a los principios arbitrales, así como a los usos y 

costumbres en materia arbitral. 

 

En ese sentido, con ello quedó zanjada cualquier discusión que pudiera haber sobre la 

aplicación del Código Procesal Civil al arbitraje, lo que no obsta que pueda aplicarse al 

mismo figuras correspondientes a la Teoría General del Derecho o Teoría de Procesal 

Civil. En ese sentido, Oswaldo Hundskopf (2013) ha mencionado que: 

 
Es cierto que ahora la regulación de las actuaciones arbitrales se ha distanciado de la del 

proceso judicial, con la justificada intención de consolidar un espacio propio, pues debido 

a la recurrente invocación que se hacía de la primera disposición complementaria del 

Código Procesal Civil, según la cual todas sus disposiciones se aplicaban supletoriamente 

a los demás ordenamientos procesales, estas se solían utilizar y aplicar en los arbitrajes, 

lo que originaba, en la práctica, una judicialización del arbitraje en su desarrollo procesal. 

Esto es lo que se ha querido corregir o enmendar con la décima disposición 

complementaria de la L de A, anteriormente mencionada. (p. 42) 

 

Por lo tanto, en base a lo desarrollado en este punto, se puede concluir que bajo la Ley 

General de Arbitraje era menos discutible la aplicación del principio Iura Novit Curia en 

el arbitraje, pues era común aplicar el Código Procesal Civil, en el cual se encuentra 

reconocido expresamente dicho principio.  

 

Sin embargo, considero que aún con la Nueva Ley de Arbitraje es posible sostener que 

resulta de aplicación el principio Iura Novit Curia en sede arbitral, ya que, si bien, 

conforme lo hemos señalado anteriormente, la naturaleza del arbitraje es distinta a la 

naturaleza de un proceso civil, el Iura Novit Curia es un principio que irradia a todo 
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nuestro ordenamiento jurídico sin necesidad de ser positivizado, por lo que es posible que 

los árbitros lo apliquen a pesar de no estar reconocido expresamente en la Nueva Ley de 

Arbitraje. Mas aun, considero que incluso en el arbitraje sería más sencillo para los 

árbitros armonizar su aplicación, con el derecho de contradicción de las partes, pues el 

arbitraje y la flexibilidad que la caracteriza podría aportar en ese sentido.  

 

Ahora bien, avocándonos nuevamente al caso bajo análisis, tenemos que las partes 

formularon sus posiciones en base a la calificación de los contratos CV 001/2004 y CV 

003/2005 como contratos de compraventa; sin embargo, el Árbitro Único resolvió 

desestimando todas las pretensiones de DON CARLOS, partiendo de la premisa de que 

se trataban de contratos normativos de compraventa. 

 

Al respecto, cabe mencionar que el Árbitro Único aplicó correctamente el principio Iura 

Novit Curia, ya que respetó el petitorio formulado por DON CARLOS, así como los 

hechos aportados por ambas partes. Sin embargo, considero que, al ser un deber esencial 

de los árbitros escuchar a ambas partes para resolver la controversia sometida a su 

decisión, debió promover, dentro de lo posible, el contradictorio, a fin de evitar un laudo 

“sorpresa”. 

 

Asimismo, considero que es parte del deber implícito de los árbitros aplicar el Iura Novit 

Curia en la etapa más temprana posible, pues de esta manera podría realizarse el 

contradictorio sin afectar la celeridad proceso, otorgando a las partes la oportunidad de 

realizar sus alegaciones oportunamente y reduciendo en lo posible cualquier duda sobre 

su imparcialidad. Mas aun, en el presente caso, el artículo 3410, numeral 7 de la Ley 

General de Arbitraje disponía que: 

 

 

 

                                                             
10 En la Nueva Ley de Arbitraje, se ha dispuesto lo siguiente: 
Artículo 34.- 
(…) 
2. El tribunal arbitral deberá tratar a las partes con igualdad y darle a cada una de ellas suficiente oportunidad 
de hacer valer sus derechos. 
3. Si no existe disposición aplicable en las reglas aprobadas por las partes o por el tribunal arbitral, se podrá 
aplicar de manera supletoria, las normas de este Decreto Legislativo. Si no existe norma aplicable en este 
Decreto Legislativo, el tribunal arbitral podrá recurrir, según su criterio, a los principios arbitrales así como 
a los usos y costumbres en materia arbitral. 
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Artículo 34.-  

(…) 

7. Como directores del proceso los árbitros deben velar para que el mismo se desarrolle 

bajo los principios de celeridad, inmediación, privacidad, concentración y economía 

procesal, posibilitando la adecuada defensa de las partes. 

 

Conforme al referido artículo, considero que, en el presente caso, incluso en la etapa final 

o de emisión del laudo, el Árbitro Único pudo valerse de su facultad de direccionar el 

proceso, así como de la flexibilidad del Arbitraje, a fin de ofrecer a las partes la 

oportunidad del contradictorio y asegurar con ello una decisión fundada en justicia. 

 

 

CONCLUSIÓN: Es posible que el Árbitro Único aplique el principio de Iura Novit Curia 

en el arbitraje; sin embargo, considero que, como parte de su deber implícito, a fin de 

resolver la controversia en base a la aplicación de un derecho no invocado en el proceso, 

el Árbitro debió procurar el contradictorio previamente entre las partes. 

 

 

VI. POSICIÓN DEL BACHILLER RESPECTO A LA RESOLUCIÓN DEL 

CASO (Conclusiones) 

 

1. Del análisis efectuado en la primera parte del informe, se advirtió que las partes 

sustentaron sus alegaciones en una calificación del derecho errada; por lo que 

considero oportuno que el Árbitro haya aplicado el derecho correspondiente, más aun 

cuando en el arbitraje se espera de los árbitros un mayor nivel de especialización 

sobre la materia sometida a su conocimiento. 

 

2. Así pues, considero correcto el análisis efectuado en el laudo sobre la calificación 

jurídica de los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 en tanto descarta la posibilidad 

de que se traten de contratos de “compraventa”, debido a que la clasificación de las 

obligaciones que se derivan de dichos contratos son de ejecución duradera y no de 

ejecución instantánea como sucede en el tipo contractual de “compraventa”, 

asimismo, la función económica de la compraventa es la transferencia de propiedad 
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de bienes, la cual no se corresponde con la causa típica de los contratos bajo análisis, 

pues esta es de abastecimiento periódico de bienes. 

 
3. De igual manera considero que ambos contratos correspondían a la naturaleza de un 

contrato de suministro, pues habiendo efectuado la calificación jurídica de los 

contratos CV 001-2004 y CV 003-2005, se ha verificado la plena coincidencia de 

todos los elementos especiales previstos por la norma para determinar que la relación 

jurídica realizada en los hechos por DON CARLOS y YANACOCHA corresponde 

al tipo contractual “suministro” cuya función económica es el abastecimiento de 

bienes. 

 
4. Sin embargo, de un análisis de ambos contratos bajo el tipo contractual suministro, 

se advierte que los objetos sobre los cuales recaen los contratos CV 001-2004 y CV 

003-2005 son indeterminables, ya que ni siquiera cumplen con las cualidades 

exigidas en el Código Civil para ser calificados como bienes inciertos, en tanto no se 

determinó en dichos contratos la cantidad de residuos sólidos que YANACOCHA 

debía transferir a DON CARLOS. En consecuencia, de conformidad con el artículo 

219, numeral 3 del Código Civil ambos contratos de suministro serían nulos. 

 
5. Hasta este punto comparto las ideas esbozadas por el Árbitro Único en el laudo; sin 

embargo, discrepo cuando sostiene que nos encontramos en presencia de los 

llamados “contratos normativos de compraventa”, pues si se analiza ambos 

contratos, así como el comportamiento de las partes, concluimos que los contratos 

CV 001-2004 y CV 003-2005 corresponden en realidad a la naturaleza de 

“Contratos marco de suministro”,  

 
6. Ello debido a que, los contratos normativos consisten en un clausulado que las partes 

predisponen para que sean aplicables a su relación jurídica de celebrarse los 

eventuales contratos futuros; sin embargo, los contratos marco, contienen cláusulas 

usuales del tipo contractual escogido; respecto del cual las partes deciden de mutuo 

acuerdo dejar la determinación de algún elemento para un momento posterior de 

llegarse a celebrar lo futuros contratos de aplicación, en el cual podrán tener mayor 

certeza sobre sus necesidades, brindando así estabilidad y flexibilidad, a la vez, a sus 

relaciones comerciales. 

 
7. Así pues, en este caso los contratos CV 001-2004 y CV 003-2005 configuran los 
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contratos marco de suministro, ya que contienen todos los elementos mínimos 

correspondientes al tipo contractual “suministro”, salvo el objeto, pues se ha dejado 

la determinación de la cantidad del bien sobre el cual recaerán dichos contratos para 

un momento posterior, lo cual, efectivamente se fue dando durante el desarrollo de 

la relación comercial a través de las guías de remisión que YANACOCHA emitía a 

favor de DON CARLOS, y que este aceptaba en cada oportunidad para la 

transferencia de los residuos sólidos. 

 
8. Asimismo, conforme se ha mencionado los contratos “marco de suministro” – al 

igual que los contratos normativos- no generan verdaderas obligaciones para las 

partes de celebrar futuros contratos. 

 
9. En ese sentido, YANACOCHA no incurrió en responsabilidad pues no se verifica la 

conducta antijurídica, que constituye uno de  los elementos necesarios para poder 

determinar responsabilidad civil por parte de este, en tanto en el presente caso los 

contratos CV 001-2004 y 003-2005 son “contratos marco de suministro”, los que no 

generan la obligación para ninguna de las partes de suscribir los futuros contratos de 

aplicación, contrario sensu, las obligaciones derivadas del contrato de suministro 

solo surgían en cada oportunidad que se celebraban los contratos de aplicación, bajo 

los límites impuestos por las cantidades determinadas en cada oportunidad. Por lo 

tanto, no corresponde que YANACOCHA indemnice a DON CARLOS. 

 
10. Por otro lado, respecto a la calificación jurídica del contrato como contrato normativo 

de “compraventa”, considero que es errado, pues si bien cada vez que 

YANACOCHA emitía una guía de remisión, la cual aceptaba DON CARLOS, se 

efectuaba una transferencia independiente, no debe perderse de vista que el contrato 

marco es aquel que tiene por vocación integrarse en una relación funcional con 

los eventuales contratos futuros de aplicación, siendo la función económica 

única del “contrato marco de suministro” el abastecimiento de residuos sólidos 

y no una de “compraventa”, tan es así que, una vez celebrados los futuros 

contratos de aplicación a través de la emisión de las guías de remisión, el 

contrato marco de suministro continuaba vigente, durante el periodo acordado 

por las partes para el abastecimiento de residuos sólidos, a la espera de la 

celebración de eventuales futuros contratos de aplicación. 
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11. Ahora bien, en cuanto al arbitraje considero correcto que el Árbitro haya optado por 

aplicar el Iura Novit Curia en el arbitraje, pues este es un principio que se traduce en 

un deber del árbitro de aplicar derecho cuando las partes no lo invocaron o 

habiéndolo hecho no lo invocaron correctamente.  

 
12. Sin embargo, sobre la manera en que se aplicó dicho principio, si bien el árbitro no 

se extralimitó en su aplicación, ya que respetó el petitorio sometido a su 

conocimiento, así como los hechos aportados por ambas partes en el proceso, 

considero que sí debió garantizar dentro de lo posible el contradictorio, ya que existe 

un deber implícito de los árbitros de oír a las partes a fin de evitar afectar su derecho 

de defensa y resolver en justicia.  
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ANEXOS 

 

ANEXO DESCRIPCIÓN 
Nro. 1 Demanda 
Nro. 2 Contestación de demanda 
Nro. 3 Laudo 
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